
Noción sumaria de excepción 

ratando de la acción declarativa, estamos pisando en 

el terreno de la jiirisdiccií,~~, y :i cada momento estamos f l  
pisand« en el estildio de las acciones, del objeto de la acción que es la 

sentencia; pero este proceso no s610 se refiere a actos intermediarios 

y aun posteriores, conuna trasposición tan fit~a y tan fuerte que el 

procedimiento necesita una explicación científica que no tiene todavía. 

Sin embargo, haremos iin pequeíiu ensayo en este curso separándo- 

nos de la doctrina alemana, colocándonos en el terreno estrictamente 

del derecho público, porque cada dia el maestro Gürcía Rojas se adhiere 

a la idea de que el procedimientt> pertenece al derecho píiblico, y 

llegando a conocer tina idea perfecta del servicio público jurisdiccio- 

nal, de las relaciones de las partes con el órgano del servicio público 

jurisdiccional y las consecuencias que se erigendran respecto de la 

contraparte; es como podrá explicarse científicamente el proceso. 



Pero antes de explicar las teorías sobre la relaci6n jurídico-procesal 

y el anhlisis a que la vamos a sujetar, diremos algo sobre la posición 

de la parte demandada en el proceso, y por eso adelantamos la 

noción de excepción. 

P O S ~ C I ~ N  DEL DEMANDADO 

Ixis jurisconsultos europeos no le dati mucha importancia a la posi- 

ci6n del demandado, sobre todo los franceses, los italiatios y los 

aiemai~es, pcxque todos aquellos procedimientos tienen como carac- 

tcrística, el no tener la litis contestat~), pero nosotros síla tenetnos. 

1-a excepción tiene su origen en sii tlombre y en su formaci6n 

etr el derecho romano, es el inedic de excluir Lz accrón. La excepción tto 

s610 excluyc lo. acción, sino que es el medio que se tiene también 

para dilatarla, mediante una petici6ti que se hace al juez con ese 

fin, o bien para que al entrar al fol~do del estudio del negocio y pro- 

nuiicie su sentencia tenga en cuenta ese medio, desestime la acci6ii 

y declare que no tenía derecho el actor. Esta es la tioción tradicional. 

Nuestro antiguo derecho, por obra y gracia de los glosadores Y 

comentadores del derecho romano, llega a distinguir en muchas 

clases 1% excepciones: temporales, perpetuas, dilatorias, perentorias, 

personales, reales, etcétera, que en la actualidad no tienen importan- 

cia. Sin embargo, para 1a exposiciún &unas sí ta tienen corno las 

dilatorias, perentorias y an6maks. 



Las excepcioiles dilatorias, como su nombre lo indica, tienen 

por objeto impedir el ingreso a la litis, al proceso; las perentorias 

destruyen la acción o tratan de destruirlas precisamente; y las cxcep- 

cienes anhinalas, eran las dilatorias que podían oponerse, bien como 

perentorias o después de la litis contesratui. 

La característica de las excepcioi~es dilatorias son: primero, que 

c«nstituycn un flecho impeditivo del conociniicnto del negocio en 

cuant« al fondo y, segundo, que deben de oponerse antes de entrar 

al negocio. 

Las anómalas podfan oponerse como excepciones dilatorias; 

pero si se oponía11 después de la litis contestutio, o sea cuando ya se 

había ingresado al estiidio del fondo del iiegocio, aun ctiando 110 

tendieran a destruir o nulificar la accibn, sí dilataban la marclta 

del procedimient«. Las excepciones anómalas desaparecieron con 

este noinbre, sin embargo, una de estas excepciones aún perdu- 

ra con el nombre de "acumulaci6n de autos". Por eso se ve que en 

el C6digo de Procediniientos Civiles de 1884 la acumulaciótl de 

autos puede pedirse en cualqi~ier fase del procedimiento, siempre 

qiie no hubiere sido dictada sentencia. Todas las otras excepciones 

anómalas se borraron, sin enibarg«, muchos juristas consideraron 

como excepci6u la recusaci6n del juez y la incompetencia ratione 

materiue y consideraron que esta excepción se podía presentar en 

cualquier estado del procedimiento, y por eso esta excepción se 

sigui6 considerando como una excepdhn ai~hntala, auir cuando 

ya no con este nombre. 



Resumiendo, en nuestra etapa inmediata anterior al actual 

procedimiento civil no se admitían más que las excepciones dilatorias 

y perentorias, y algunas que se llamaron anómalas en ciertos medios 

procesales. 

Se dejaron las excepciones dilatorias y las perentorias y se supri- 

mieron absolutamente las excepciones anómalas, inclusct la acumu- 

lación de autos. Esto ha sido combatido y criticad« siempre, sin 

argutnentos científicos, sino con argumentos sentimentales o ro- 

miínticos. Este sistema de suprimir la acumulación de autos en los 

juicios que no son universalcs lo tienen casi todos los pueblos de la 

tieim: franceses, alemanes, rusos, aushiac~~,  ingleses, italianos, etcétera 

Se conserva aún por los espakles y los sudameric'anos; nosotros 10 

hemos suprimido. 

Las excepciones dilatorias son las que impiden entrar moinen- 

táneaimnte al conocimiento del negocio; las perentorias son aquellas 

que tienden a destruir el hecho constitutivo de la acción. 

Lo que es una ucepcr0n a los tnbzmzla. Presento una demanda en 

contra de P por pago de cinco &pesos. El vencimiento de la obligacibn 

se efectúa el primero de enero de 1934 y ya la estoy demandando. P se 

prcsenta al juez y dice: no sé si debo o no a G; por ahora digo que lo 

que 61 reclama es el pago de una oblipci6n dilatoria de falta de 

vencimiento del término; no destruye la acción que se tiene, sino 

Únicamente la paraliza. 



Pero si se prcseiita ante el juez y dice: ya pagué, no es cierto 

que aíin siga debiendo; la primera actitud del hecho es la falta de 

vencimiento del plazo; la segunda actitud nace también de un hecho: 

el pago. El pago es un hecho que se realiza con posterioridad al 

nacimiento de la obligación. 

La acepción dilatoria, como hemos dicho, únicamente inipide el 

iiigreso al fondo del negocio; para cuando desaparezca ese hecho 

motivo, se puede entrar al fondo del asunto: dCspités del primero de 

enero, en el caso anterior, entraremos al fondo del negocio. Si retiro 

mi detnarida ya tio podrá P paralizarme, y entonces podré decir: si 

quiero es nulo el acto jurídico, te opongo la cxcepción de nulidad o 

la de pago. Pero nos quedaremos cn el pago. 

El pago cs un hccho que acontece después del itacimiento de la 

obligacióri; el pago presupone que halda uria ol~lijiacidn, luego la excep- 

ción de pago quc está oponiendo P, es la invocación de un hecho 

que nació después de la existencia de la obligación y que destruyó ésta. 

T«da excepción perentoria, por regla general, está constituida 

por un hecho que acontecid conp«steri«ridad al acto o hecho que 

engendró el derecho que se reclama con la acción: reclamé el pago 

a P y me paralizó la acción diciéndome: ya pagué; confirma que 

habla la obligacióti, pero que se extinguió por un hecho posterior. 

Pongamos que reclamé a P un mil pesos, y dice que en gago yo 

tomé todas las clases de 'Proceditnientos' ... ya quedó extinguida la 

obligación: la compensación, hecha con posterioficlad a1 nacimientco 

de la «bligaci6n, hace que se extinga ésta. 



Se opone la prescripción, que es el medio de exti~icihn de la 

obligación por el lapso del tiempo (tres años en el antiguo derecho, 

dos en el nuevo), (1 se opone la compensacióil, lo mismo: una obliga- 

ción nació después, nació una obligacióil recíproca con todas 1% 
cualidades para ser compensable la obligación. La conipensacicín 

es un acoi1tecimiento posterior al nacimiento de la obligación que 

tiende a destruirla. 

Nos encontramos que toda excepción implica un hecho aconte- 

cido con posterioridad al presupuesto que se reclama con la acción. 

Hasta ahora el análisis nos ha revelado esto. Pero luego nos $urge 

esta oposición: ¿es la nulidad que se usa como excepción en 10s 

tribunales? 

Ln nulidad $10 es un acontecimiento que sucede con posteriori- 

dad al nacimiento del derecho, sino que la nulidad es c«nociniie~~t(~ 

al nacinlicnto del derecho que se reclama, y generalmente se le 

llama excepción de nulidad: vendí esra casa al sefior L e11 diez mil 

pesos, en una siinple carta; por la falta de formalidad el acto es 

nulo. Le voy a reclamar el precio a L, y me opone la excepción de 

nulidad, que se considera en los tribunales como perentoria. Aquí 

no hay ningún acontecimiento pr)sterior al derecho cuya sanción 

ejerce; aquí el vicio que 61 me opone como excepción es concomi- 

tante al naciniiento del pretendido derecho, porque en el momerit« 

de la celebracióll del acto considero que nació mi derecho; L 
considera que tiació viciado en la celebración del acto. Luego la 

primera noción que habíamos adquirido empieza a c o j a  y necesi- 

ramos remontarnos en los principios para encontrar una nc>ción 



más general que comprenda los dos casos, o bien desechar a la 

nulidad como excepciitn perentoria. Este es un problema irresoluto 

en la mayor parte de los autores mexicanos y extranjeros. Sólo el 

señor licenciado don Rafael Ortega sostiene que la nulidad no es 

excepción, sino negación de la demanda. 

Hay otra excepción que también da origen a duda: la excepción 

de cmttrato no cumplido: le arrendé mi casa a O a razitn de un mil pesos 

mensuales; renta anticipada. Tengo mi casa en mi poder, firmo el 

contrato, lo firma O; pcro este no me ha entregado los mil pesos 

de la primera renta. Me demanda O el cuinplimiento de mis obliga- 

cioncs para que entregue mi casa, el~tabla la uctio-l»curio. Yo tengo 

en contra de él la excepcióli de contrato no cumplido y digo: en las 

obligaciones recíprocas, ninguna de las partes incurre en mora o respoli- 

sahilidad si la otra no se allana cn cumplir con su obligación; luego, si 

0 no ha cumplido, no me ha ~ a g a d o  los mil pesos adelantados, no 

estoy obligado a entregar la casa. Esta es una excepción que da origen 

a multitud de problemas procesales que oportunametite vereinos. 

Habíamos adquirido una noción de excepción: acontecimiento 

posterior al nacimiento del dereclio cuya sanción se reclama, que 

destr~tye el propósito de la acción. Aquínos encontramos conque el 

contrato no cumplido, no sabemos a qué tiempo referirlo, ¿al rno- 

niento de la elaboración del contrato? Entonces ya vulnera el con- 

cepto de excepción que teníamos; si lo referimos a fecha posterior 

estamos dentro de la definicií>n, y como las obligaciones simultáneas 

o recíprocas, por virtud de1 consentimiento de las partes, crean el primer 

problema, ¿cuál es la solucic~n? 



Por regla general se admite que cuando una de las partes recla- 

ma el cumplimiento de la obligacióii, es cuando debe allanarse a 

cumplir su parte con ella, y entonces le wace el derecho para exigir 

a la otra el cutnplimiento; y si la otra entabla la acción y la contra- 

parte no ha cumplido su parte, se entiende que es en el momento dc 

la reclamaciOn. Sólo así podemos salvar la excepción de coritrato 

iio cumplido sobre si es o no distinguiendo lcx tiempos de la recla- 

niación; luego podenios decir que cabe dentro de la primera iloción. 

Diferencia entre excepci>cicíri y defensa. Pero volvanios al probleina 

de la nulidad, ¿es excepci6i1 o no? El maestro don Rafael Ortega 

coiisidera que la nulidad es la negación de la demanda, nt] excep- 

c,i6t1; sin embargo, dentro del tecnicisnio del derecho, dentro de la 

prkctica de jurisprude~icia se le cc~nsidera a la nulidad conlo excepción. 

Ida jlirispr~dencia parte de la confusión que hace de la excepción i' 

defensa. No es lo mismo excepción que defeilsa. La excepción tien- 

de, como hemos dicho, a destruir la condición del ejercicio de la 

accibn; iii defensa puede involucrar no s61o el hecho originario de 

la. d ~ c ~ b n ,  - ' puede comprender tambibn Iris consecuencias del hecho, 

es decir, puede ser una negaciún del hecho y del derecho o 

ser una negacióti de ambas cosas y no son excepciones y tiende a 

destruir la acción. 

La defensa se disti~igue de la excepción en que &ata  tiende a 

destruir el hecho ccn~stitutivo dela acciún, mientras que la defensa 

tiende a destruir no solamente el hecho constitutivo de la acción, 

sin.o a negar sus consecuencias. 



Coi1 la defensa se niega el hecho o el derecho, o ambos: se 

demartda a P el pago de mil pesos, porque atropelló; P dice: niego 

que yo haya atropeílado; negación del hecho. Pero puede decir: 

niego que quien me demanda tenga la acci6n y el derecho para 

reclamarme los mil pesos, pues aunque es cierto que lo atropellé, 

10 hice provocado por él. No niega el hecho, sino el derecho; o bien 

niega las dos cosas y dice: niego que el acontecimiento sucedió, y 

si hubiera sucedido, niego el derecho qiie tiene para reclamarme. 

Esto es muy frecuente en materia penal. Estas negativas son defen- 

sas porque sin implicar un aconteciiniento con posterioridad que 

destruya el hecho constitutivo de la acción, tienden a destruir el 

hecho constitutivo de la acción con las consecuencias dcl hecho; 

ya no caen dentro de la noción primaria que adquirimos de excep- 

ción, sino que son defensas. 

Actitudes del reo. Las defensas son las negativas que se dividen 

en dos clases: negativas de hecho o de derecho, o mixtas, cuando 

implicaii uno y otro. 

Todavía puede el demandado no destruir el hecho constitutivo 

de la acción y marcar un hecho anterior o un hecho posterior para 

provocar una resoluciótl judicial de conipensación: la revocación. 

Pero esto no es una defensa, sino una nueva actitud que toma el 

demandado para constituirse en demandante y entonces hay dos 

actores o dos reos, porque son recíprocamente actores y reos o de- 

mandados. Ahora podemos decir que la actitud del demandado en 

presencia de la pretensión del actor, está alegando un hecho que 

aconteció con posterioridad al nacimiento del derecho cuya sanciún 



se reclama y que tiende a destruirlo, y esto es lo que propiamente, 

técnicamente, debe llamarse excepción. 

Segunda actitud: la de defensa. Ya no alega ningún hecho acon- 

tecido con posterioridad al nacimiento del derecho, cuya sanción se 

reclama; no niega el derecho o niega el hecho constitutivo, y esto 

se llama la defensa propiamente tal. 

Tercera actitud: sin negar t.1 derecho ni el hecho, ni un hecho 

acontecido con posterioridad a1 nacimiento del derecllo, alega nuevo 

derectio cuya naturaleza nace con anterioridad al hecho constitu- 

tivo de la acci6n o coi1 posterioridad; alega para que se condene al 

actor y entonces hay contrademanda que tampoco se llama excep- 

cihti ni defensa, sino "reconvención". 

Las nulidades sor1 defe~lsas y no acepciones. Es cierto, dice L, que 

me fue \~e~ldida esta casa en cinco mil pesos, pero se hizo enuna carta; 

de este hecho no puede nacer ningún derecho, luego la excepción 

Ilainada de nulidad e5 defensa que implica 1a negación del derecho; 

implica la negación de las consecuencias jurtdicas del acto, y lo 

qtle es nulo no produce ningún efecto. 

La reconvcnci6n tiene por objeto obtener la crrmpensaciún 

judicial. 

Todavlñ tenemas una actitud última de del demandado en 
presencia del ac ta :  la wnfesi6rxexpresa o ficta. Expresa, cuando se 



confirma con la demanda por palabras, y fícta cuando no dice nada, 

citando se calla. En el antiguo derecho, en el caso en que no decía 

nada cl actor, se entendía que negaba y esto era un privilegio que 

se daba al demandado. 

En resumen, tenemos cinco actitudes del reo en presencia de 

la pretensión del actor: lo., opone excepción; 20., niega, qiie es la 

defensa; h., reconviene; 4o., confiesa expresamente, y 5o., confiesa 

fictamente. 

Heinos dicho que las excepciones dilatorias son impeclimeiit»s 

que se presenta11 en el proceso para entrar al estudio del fcmdo de la 

ciiesci6n. Hay hechos o impedimentos que se relacionan co1i la persona 

del juez; hay impedimentos para entrar al fondo del asunto que se 

relaciotlan con algiiim de las partes; hay impedimentos que se relncio- 

iian con el proceso, y hay iinpedimentos que se relacionan con el 

ejercicio niismo de la acci6n. En cstas cuatro clases ite impedimentos 

nos encontramcis con las excepciones llamadas dilatorias. 

Dejaro~i de pertenecer a las excepciones dilatorias aquellas que 

se relacionaban con la persor~a del juez, como era la parcialidad prcsunra 

del juez, la amisrad, y todos los motivos de reacusación; ahora s61o 

se considera como excepción dilatoria la falta de competencia en 

el juez. 

Dijimos que el estudio científico del derecho procesal todavía 

no esta perfecci«na&, sino en vía de furmacihn, y la tinica forma 



de darle aspecto científico al derectio procesal es si lo estudia- 

mos desde el punto de vista del derecho público, y de una plumada 

vamos a barrer con to que se llamará relación procesal como re- 

lación esencialmente de derecho privado, qitc supriiniremos por 

su estrecha conexión con el derecho civil. 

lo. Excepción de incompetencia. El dcreclxr procesal es una rama 

del derecho público y vamos a cortar con el pésimo mét«d« de 10s 

publicistas dcl presente siglo de cxplicar las relaciones del dere- 

cho público por las relaciones del derecho privado, y la relacion de 

Bülow no tiene ono defecto que querer explicar por el derecho privado 

las reclamaciones del juez entre las partes y de las partes entre si. 

Pero como no hay ningún nexo entre el derecho público y privado, 

vamos a cortar conla 6amosa relación procesal privada y estudiarenios 

el derecho procesal desde el punto de vista del servicio público 

jurisdiccional -pimto de vista cientifico-, y teiidremos que ver 

primero el órgano jurisdiccional, el juez, el tribunal, las facultades 

de que disfrtita, las obiigacii>nes que tiene, obligaciones de derecho 

público. Las facultades son de derecho público, con una forniación 

histórica, no ha nacido de la teoría, sino de la liisroria y del desa- 

rrollo del derecho. 

De una vcz por todas colocaremos el dereclm prrrcesal dentro 

del derecho público, como que ea ta única manera de estudiarf» 

c~entíficamente, formandi) una teoría que nos dé reglas geilerales 

para explicar los hechos concretos y esas reglas, fundameritándo- 

las en principios más generales. 



Limitaciones de jurisdicción. El servicio púhlico jurisdiccional 

deberá acompafiarse por un órgano encargado por el Estado de esa 

fiinci6i1, pero ese órgano tiene limitaciones en su creación, en su fun- 

cionainiento, y una de esas limitaciones es lo que se llama la compe- 

tencia, que es una limitación de la jurisdicción. 

La competencia es la limitaci6n de la jurisdicci611 pero se limita 

por el grado, la cuantía, la calidad del juicio o proceso, por la materia 

y por el territorio. 

De grado: hay trihum~ies que conocen en primera instancia, de 

segunda instancia, que es el segundo grado, y de súplica, que es el 

tercer grado. Esta competencia no la tienen más que para conocer 

su grado, por ejenlpli!: un juez de primera instancia 1x0 conoce en 

grado de apclaci6ri. 

La segitilda li~i~itación que tiene la jnrisdicción es la calictad: 

hay negocios que son federales, que son criminales, hay negocios 

que son administrativos o civiles; pues bien, esos negocios están 

distribuidos en diferentes Organos jurisdiccionales, y el órgano en- 

cargadti de resolver asuntos civiles no va a conocer de asuntos 

federales, y así sucesivamente. 

La tercera limitac16n de la jurtsdicción es por razón de la 

cuantía: los Iileccs de paz si510 piieden conocer hasta doscientos 

pesos: los juecea menores conocen de negocios qite pasan de doscien- 

tos pesos y que no  excedan de mil; tos de primera instancia ceno- 

cen de mil pesos e n  adelante. 



La cuarta limitación de la jurisdicción es por razhndel territorio: 

los jueces de la capital, por ejemplo, conocen únicamente de ilcgo- 

cios dentro del pariránletro de la antigua Municipalidad de México. 

Cuando el juez o el órgano jurisdiccional están obrando fuera 

del lmute de sus atribuciones, entonces hay inipedimento pasa eriwar 

al conocimiento del fondo del negocio y este impedimento se llaula 

income>etericia. Luego la incoinpetencia iio es más que la extralimita- 

ción de su jurisdiccibn. Toda jurisdicción tiene límites y c~iand» 

se rebasan esos limites es cuando hay incompetencia: si estoy cn 

San Luis Potosí doniiciliado y quiero conocer un juez de la capitoi, 

tic> puedo hacerlo por razón de la territorialidad; esta excepción 

dilrttorikt es la 1'1nIca que se relaciona con Ia persona del juez. 

20. Litis pendencitr. Hay otras excepciones que se rekacionan 

con la maícl~a del procedimiento. Desde luego hay uti principio 

del derecho que impide que ima sola causa se falle dos veces, y de 

ahi nace la primera excepciím dilatoria, la litis pendencid, que corlsiste 

en que si uii asunto se encuentra ya entablado en  un juzgado, no 

debe eticak~larse en otro jmgado. Con esto se eviraka contradiccicín de 

In cosa juzgada qire es un escándalo jurídico prohibido desde los 

i~ldostanos. Es el principio non bis in idem. 

30. Conendad. Hay otra que se relaciona con el mismo proceso 

y sol» versa con e1pri)cediniiento y es la excepción que se llamaba 

de acumulación de autos y que hoy se llama de coilexidait Esta 

excepci6ti tie11~: por ob j~ to  evitas la contradicción el1 las sentencias 



cuando las acciones proceden de la misma causa y cuando por fuerza 

el juez tiene que fallar sobre la causa que originó el derecho al cual 

protege la accidn: ante el Juzgado lo. de 10 demando la nulidad 

de una escritura de conipraventa, y ante otro Juzgado pido el cum- 

pliniiento o la rescisión, y del estudio del negocio resulta que en 

un Juzgado resulta válido y en otro resulta nulo; hay contradicción. 

La acumulación de autos a que daba origen esra excepción ha 

tenido un desarrollo enorme en España y de allí nos vino a noso- 

tros; pero en Espatía se desarrolló por dos tnotivos: lo., por el horror 

a la contradicción de la sentencia, y 20., por la econctmía de los 

procesos, y porque tal vez en Espafia se desarrolld mucho la rama 

del derecho que se llama "esportulario" (esportulos quiere decir 

costas), en que en un juicio ganaban costas el juez, los secretarios, 

los actrrarios y los ahogados. 

La acumulación de autos procede también cuando se trata de juicios 

universales, por ejemplo: hay una quiebra y en juzgados diferentes 

se promueven reconocimientos de los creditus que deben ser paga- 

dos en la quiebra; para que no haya discordancia, el mismo juez 

que conoce de la quiebra conoce de las relaciones individuales de 

los acreedores. Además, no se llega a adquirir en un juicio la riqueza 

de detalles que se adquiriría siendo acumulables. 

Por último, la acumulación de autoa impide que se divida la 

"continencia de la causa". Pero esta famosa teoría de la continencia 



de la causa fue muy tratada por los jurisconsultos sin que nadie 

superara a los españoles y especialmente a don Juan Yánez, y adqui- 

rió un desarrollo enorme llegándose a la perfección en su estudio, 

lo que no tienen ni los alemanes ni los franceses ni los itaiiailos. 

Así como el conde de la Cafiada estudia las tercerías como no las 

han estudiado en ninguna parte del mundo, y por ello las terce- 

rías mexicanas son superiores a las francesas, italianas, alemanas, 

etcétera, así como la quiebra la estudia Salgado de Somoza como 

no lo ha hecho nadie. 

Hoy también en esos tres casos procede la acumulación de autos. 

Se entiende por continencia de la c u w  los elementos del proceso 

después de la contestación de la demanda, comprendiendo al actor 

y reo, causa de pedir y pedido, tanto en la demanda como en la con- 

testación, en la réplica y en la dúplica, o sea e n  la fijacicín que 

resulta de la litis. El estado en que queda la causa por la presentacih 

de la demanda en relación con otra demanda similar, eso es lo que 

viene a determinar la contineticia cte la causa, por ejemplo: en el 

Juzgado lo. Civil dema~ido la rescisión de la misma escritura de 

compraventa. La continencia de la causa de la rescisihn, iciihl es? 

La causa de pedir. Siendo la escritura, en tina se pide la nulidad y en 

otra se entiende la validez, luego se divide la continencia de la causa 

Uno de tiucstros tratadistas -de origen jalttpeñc)-, dice que la conti- 

nencia de la causa se divide porque son las mismas personas las 

clue intervienen, aun cwando las acci«nes sean diversas. Esto es falso, 

porque la razón de la aciimulaci6n que pedían 10s espafioles era por 

economía, pero nt, porque se dividiera la continencia. 



La conti~iencia de la causa sólo se juzga respecto de dos, no 

respecto de uno, porque son los elenlentos de la acciítil; pero cuando 

se dice, se divide la continencia de la causa, es porque hay dos 

acciones, porque si no, no se dividiera y de la comparaciítn de la 

primera y la segunda es de doiide resulta la nocihn de la divisihii. 

Una soia causa no se divide, pues empieza coi1 la demanda, sigue 

con la cotitestacihn, la prueba, los alegatos, la senteiicia; se divide la 

marcha del proceso en diversas etapas, pero la causa no se divi- 

día. La causa se divide cuando liay una nueva acción y se compiara 

coi1 la pririiera, y de la comparacibn resultan elementos comunes 

de los cuales puede resultar la división de la coiltinencia de la causa. 

Pongarnos algurios ejemplos: me demailda M mil pesos por precio 

de un ajuar que me vendió, ante el Jtizgado lo. de lo Civil; pero por 

diversas razones aciidc al 30. de lo Civil y allí me demalida el pago de 

los rnismos mil pesos, precio del ajuar. Hay identidad de las persa- 

iias: M actor, yo reo; identidad de la acción, la acción que naci6 del 

'untrato de comprsiventa; el c)bjeto es idtiitico: precio del ajuar 

vei~dido. Este es el caso de lit, dependencia, poryiic es el misnio 

negocio que se presenta eii juzgados diferetires, y la ley vienc en mi 

auxilio para evitar la vcjaci01i de que se me juzgue dos veces por la 

misma cosa y evitar, como hetnos dicho, el peligro de la contradic- 

ción de la cosa juzgada. Desde el primer piinto de vista, si se penni- 

tiera seguir dos procesos tendría que recurrir a dos setvicins 

profesionales para que me defadieran en cada juzgado, y esto resulta 

oneroso. Para evitarl» existe la litis pendencia. 



P ~ O  m~difi~uemos al~wnos de estos elementos: M me demanda 

eil el Juzgado lo. de lo Civil por pago de mil pesos, importe de un 

ajuar vendido; yo me apresuro a demandar a M en el Juzgado 30. 

de 1~) Civil por reducción del precio por no haber sido el ajuar de 

las ctxidicioilesrequeridas y Le digo; el precio a que me comprometí, 

mil pesos, quiero que se me reduzca a coatrocientos y que la obliga- 

ciitn subsista s6lo por la diferencia, o sea seiscientos pesos, y demando 

a M. Tenemos estas diferencias: M actor en e1 Juzgado lo. de lo 

Civil, yo demandado; causa de pedir, la compraventa; cosa pedida, 

el precio; causa alegada, el incumplimiento del contrato. En el 3 0 .  
de lo Civil yo soy el actor, M el reo; el ohjeto de la reclamación, 

reducción del precio. Ya no es la litis pendencia, ya no es el mism« 

negocio, ya no hay identidad de partes, de objeto pedido, de causa 

de pedir, ni identidad de reclamación, sino que hay diferencia; pero 

eii el fondo va a tener como parte de los estudios y de las resoluciones 

iin mismo punto de vista: el cumplinricnto o no de un mismo COI%- 

trato: el contrato de conipraventa. El juez lo. de lo Civil va a decir 

si hay o no incumplimienro de mi parte; el 30. de 10 Civil va a 

decir si hay incumplimiento o no por la otra parte; pero para decir 

si hubo incumplimiento o no de mi parte, como se trata de obliga- 

ciones recíprocas, tendrá que ver si hubo cumplimiento o i~icum- 

pliniiento por parte de M, así es que en el 30. de lo Civil se verá. si 

yo he cumplido y s i  cumpli6 M. Luego los dos jueces tendrán que 

entrar en el fondo de un mismo contrato y de sus cotisecuencias 

jurídicas. Aquí se divide pues la continencia de la causa, ipor que? 

Porque no hay más criterio para clecir cuándo se divide o no la 

continencia de la causa que es cuando se contradicen las dos reso- 

It~ciones, las dos cosas juzgadas. 



Pongamos que del estudio del lo. de 10 Civil ae llega a la conclu- 

sión de que M cumplió perfectamente con su obligacibn y que yo 

no; se me condena a pagar mil pesos m& la indemnizacih; y en el 

30. de lo Civil resulta que quieti falt6 a su obligación de enrregar 

el ajuar, etcétera fue M y yo he cumplido; hay contradicciún, 

ae entra al fondo del estudio y se encuentra un mismo contrato, y de 

ese estudio apareció la contradicción: uno falla unta cosa y orro otra. 

Otro ejemplo: Juana demanda a Pedro de divorcio ante el Juz- 

gado lo. de 10 Civil invocando sevicia, y arite el Juzgado 30. de lo 

Civil la misma demarida a P de divorcio por enfermedad c,ontagiosa. 

So11 las mismas personas, la acción es el divorcio, el fin que persi- 

guen las dos acciones es el nilsiilo; siti einbargo, iio se divicfe la 
ct)ntinencia de. la causa, porque la causia de pedir es distinta. Siendo 

las mismas personas la acci6n es idéntica, el ohjeto idenrico, sin 

einbargo, no hay divisióii de la conrii~encia de la causa. Esencial- 

mente quiere decir que Juana puede fracasar eil el Juzgado 10. de 

lo Civil y triunfar en el h., sin enibargo, rict hay contraiticciím; pudo 

no demostrar la scvicia y sí la enfermedad contagiosa, o vicicversa. 

En el viejo código, por virtud de la copia de In Ley de Enjui- 

ciamiento de 1855, era motivo de divisirín y de acumulaciicicín de la 

continencia de la causa. 

En el Código de  1884 se dice que hay divisibn de cirnúi~encia 

de la causa, primero, cuando entre 10s dos pleiros bsya identidad de 

personas, cosas y accioi~es; segundo, cuando haya identidad de per- 



sonas y cosas, aun cuando la acción sea diversa; tercero, cuando 

haya identidad de personas y acciones, aun cuando las cosas sean 

distintas; cuarto, cuando las acciones provengan de una misma 

causa aunque se den contra muclio y tiaya por consiguiente 

diversidad de personas y de cosas, y 60., cuaiido las accioties 

provengan de una misma cama, aunqile sean diversas las cosas. 

Atializarenios los casos anteriores conforme a1 viejo código. 

Primer caso: hay litis pendencia, luego no rige el principio de la 

indivisibilidad de la contiiieiicia de la causa. 

Segundo caso: cuando hay identidad de personas y cosas aun 

cuando la acción sea diversa. Ejemplo: le presto a J un carruaje, y J  
fallece teniendo mi carruaje; eii su testamento dice que me lega 

carruaje. Yo tengo contra los herederos dos acciones: la del como- 

dato para que me devuelvan lo que presté, y la acción del legado, la 

&o ex-testamento, para que me entreguen el carruaje. Eti el Juzgado 

lo. de 10 Civil sigo la cnridiitio ex-testamento y en el 30. de lo Civil la 

~iccihn de comodato. Nrt proceden las dos acciones de la misma 

causa, ni la causa de pedir es idéntica, sino distinta, ¿con qué cthjeto 

se van a acumular los autcxsl No 11aJ7 coritradiccih en las seiitencias, 

no se divide la continencia de la causa. Tamhien descartatnos la 

segunda fracciOn porque no hay división de la contiileneia de la causa, 

porque 110 es la misma causa de pedir. 

Tercer caso: cuando hay una identidad de personas y acciones 

aun cuando las cosas son distintas. En este caso sf hay di\7isií>» de la 



continencia de la causa: en el Juzgado lo. de lo Civil demando el 

cun~pliniiento del contrato a E y los daños y perjuicios moratorios; 

en el 70. de lo Civil denmndo daños y perjuicios por el incum- 

plimiento toral del contrato. Somos las mismas personas, la acción 

es la misma; pero los objetos qtie se persiguen son distintos. El 

Juzgado lo. resiiclve que hubo cumplimierito del contrato, en 

consecuencia no debe pagar daiios y perjuicios moratorios, y en el 

?o. declaran que no sólo debe pagar los morarorios, siixo los totales. 

Aquí sí hay divisiáti de la contiiiericia de la causa. 

Cuarto caso: cuando las acciones provengan de tina misriia 

causa, aun ctia11do se de conrra niirchus y tiaya por consiguiezite 

iiiversidad de personas. En el Juzgado lo. de lo Civil de~narido la 

nulictad de tina escritura social, y en el Juzgado 70. iie lo Civil 

demando sobre la escritura la dc\wluci6n de todas rnis aportaciones 

y de rocias las cosas que crirrcgii6 a la soc.iedad, y .. . denmndtr en 

virtud de que se cornpron~cticroii l«s socios en el ~nonicnco de coiis- 

titiiir la sociedad, de tener exactamente igual participación eii las 

ritilidades y en las pgrdidas, y resulta que me han asignadi> a nií 

todas las ptrdidas y a elliis todas las titilidades. La causa de pedir 

la tiulidad en el 10. de lo Civil, es la cláusula. leonit~a; la causa de 

pedir en el 70.  fue precisamente la falta de asignación fiara mf y 

que me cargaron todas las p6rdi&as y a mis consocios todas las udlida- 

des. Es la misma causa de pedir, proviene de una misma causa, se 

da contra muchos y por consiguiente hay diversidad de personas. 

Hay divisi611 de la continencia de la causa, si la causa de pedir es 

la misma. Cuando hay identidad en dt~s procesos, en la musa de 
pedir, en la causa originaria de la acciún, tos prcieedi&cntoi; tienen 



que acumularse y ventilarse ante el mismo juez, para evitar que se 

contradigan las resoluciones. 

Quinto ca~o: hay identidad de acciones y de cosas, aun cuando las 

personas scan diversas. Es la misma manifestación que el caso anterior. 

Tiene que irse ante el mismo juez para evitar la contradicció~l. 

S a t o  caso: cuando las acciones provengan de una misma causa, 

aun cuando haya diversas. 

A dos podemos reducir las reglas de la continencia de la causo 

Hay división de ia continencia de la causa, cuando en juzgados dife- 

rentes tienen una misma identidad cte personas y de acciones aunque 

se pretendan cosas diversas, y segundo, cuando las acciones proven- 

gan de una misma causa aun cuando sean diversas las personas v 
las msas. El punto de vista central es la causa de pedir y la causa origina- 

ria de la acción. La causa originaria de la acción es el hecho o el acto 

jurfdic.o que engendra el derecho al cual protege ia acción. La causa 

de pedir es el hecho o el acto del cual se deriva o nace el derecho al 

cual protege Ln acción. 

Dentro de un acto rurídico puedc haber diversas causas de pedu, 

se puede demandar basándobe en un contrato de compraventa 10 

siyriente: el cumplimiento, la rescisión, la dismi~~ución, la evicción 

Y el saneamiento. La catsaorig1naria de la acción es el acto jurídico; 

la causa de pedir es el acontecimiento o hecho que dentro de la causa 

de pedir hace nacer un derecho especial al cual protege la acción; 



dentro del contrato de compraventa puede surgir la evicción y 

entonces la evicción es la causa de pedir y La causa originaria de la 

acción del contrato de compraventa. 

Hemos dicho que la acumulación en el antiguo derechos espa- 

ñol y en el derecho moderno de Europa, era y es una excepción 

dilatoria al principiar el juicio. La práctica espatiola del siglo pasado 

y eii especial la Ley de Enjuiciamiento de 1855, hizo de la actimula- 

ción de autos ya no una excepción, sino un incidente para poder 

pedir la acumulación en cualquier estado del proceso, y traía como 

cosisecuencia estas ventajas: lo. que cl juez fallara en una sola sen- 

tencia distintos procesos que se relacionaban unos con otros aun 

cuando fuera por la identidad de las personas y de las cosas pretetijlidas, 

coi1 lo cual se evitaban gastos a las partes y costas como las habla 

en México antes de la Conctitucióti de 1857. Segundo, no evitaba 

la contradicción de la cosa jiizgada. Esto se evitaba con el priiicipio 

de la 1x0 división de la coutincncia de la causa y de la litk pendencia. 

Pero rambikn tiene graves desventajas la acumulación de autos, 

como ésta: ae pueden acumular indefinidamente todos los juicios 

a nucvos juiclos que se inventaran, cjemplo: me demanda el señor 

F por pago de diez mil pesos; exhibe su escritura hipotecaria, despa- 

chaba cédula hipotecaria, embargaba mi casa, le ponían ddu la  v 

quedaba desde ese momento con la limitación del gravanien hipote- 

cano y con la de la cédula; este juicio era sumario por su naturaleza. 

Yo teníavarios caminos: u presentar en el mismo juicio varias excep- 

ciones, o en otro juzgado, en juicio ordinario, demandar de F la 



nulidad de las clárisulas primera, segunda, tercera, etcétera; correrle 

traslado a F, contestarme poniéndome excepciones, con lo cual el 

juicio hipotecario se convertía en juicio ordinario y esto era u11 

término de prueba, y si llegaban los alegatos y se me disponía pre- 

sentar nulidad en otro juzgado, ha t ínueva  acumukacióii de autos 

que se rramitaban igual que las incompetencias. 

El problema se solucionó así: se cort6 por lo sano y se supriniih 

la actm~ulación y se restituyó la vieja excepci6n dilatoria de concxi- 

dad para producir la aciimulación; pero la acumulaci6n ya no seria 

para paralizar un juicio en sus trimites para amoldarse o trámites 

de «tr«, sino que la tramitacidn seguiría ante el inismo juzgad(> 

para resolverse en una sentencia y no contradijera la cosa juz- 

gada. Cada juicio se tramita hasta Ile~ar a la sentencia, y si los jnicios 

se deben resolver e11 itna aiidielicia, se paraliza el juicio mis adelan- 

tado hasta que el otro llegue a la audiencia, y en una se ventilan los 

dos. Si uno se signe en audiencia y el ono en senret~cia, el de senten- 

cia se aniidda por el de aizdiencia; se s~iprimicí la acumulaci6n de 

10s i~<li i t t icios crin los sumatitts y dc los sitn~arios enbe sí. E~rjta solución 

casuística tiene un peligro que hemos sefralado ya y es la contradic- 

cidn que puede haber en la cosa juzgada; pero entre la paralizacicín 

de la adnlinistraci6n de justicia que es un mal endémico entre noso- 

tros, con consecuencias inenarrahles y que es un pe1igo social, se 

optí, por afrontar el  petigro de la contradicci<5n de la cosa juzgada 

evitar paraiización de la administración de justicia. 

Cat4scz.s de conaidad: Art. 39. La liris pendencia tiene por objeto 

erRtar la contradicción de la casa juzgada, éste es el fin primordial 



y asimism« evitar la vejacicín por el doble proceso. La conexidad 

tiene por objeto impedir que dos juicios conexos o que simultánea- 

mente se ventilen ante los juzgados, produzcan la contradicción de 

la cosa juzgada. En esto se parece a la litis peiidencia; hay semejanza 

entre ambas pero 1i« hay identidad en las posiciones, porque para 

que haya litis pendencia se necesita que sea el mismo actor, elunismo 

demandado, la misma acción, el mismo objeto; mientras que en la 

conexidad se requiere que haya, o las mismas persoiias o la misma 

accicín, aunque el objeto sea diverso, o que la acción provenga de 

la misma causa de pedir aunque la accióny las personas sean distin- 

las. EII la litis pendencia, lii primera sentencia que recaiga en el 

primer juicio producirfa la cosa juzgada respecto del otro; en 1a co- 

ncxidad la primera sentencia que se pronuncie e11 el juicio de coi~exo, 

si 1x0 llegaban a acuniularse, no siempre producca la cosa juzgada. 

La concxidad de Ia causa estlí bien n~arcada en cl código en su 

palabra "caiisa". Esta palabra cstá toniada eii el sentido de proceso, 

pero puede ser qiic trasfademos La expresión cansa de proceso a la 

acción generadora dc proceso. Cuando por virtud de la causa de 
pcdir se considera la causa gencradora, encontramos identidad y 

en eso nada más nos encontrarnos con la conexidad. Pongamos 

que en un juzgado se sigue un juicio de divorcio, icuál es la causa 

originaria de la acción de divorcio? el matrimonio; icuiíl es la 

causa inmediata, la causa de pedir? el i~icumplimierito de las obliga- 

ciones de un consorte respecto del otro, alegado por una de las 

partes. Pero si en un juzgado se pide el divorcio por mitos tratcec y 

en otro juzgtido se pide el divorcio por adulterio no hay conexidad 



de causas, porque las acciones, aunque sean las dos originadas por 

el tnatn~nonio, tienen una causa de pedir completanlente diferente. 

De modo que se puede seguir un juicio de divorcio ante un juzgado 

por causa de sevicia y en otro por causa de adulterio sin que haya 

ctivisiún de la causa de pedir, Hay conexidad si en un juzgado ei 

marido dice que ha sido maltratalo por la mujer, y ésta, en otro 

juzgado, entabla otra demanda contra el marido alegando ese mis- 

1110 hecho, atribu~~éndoselo at esposo, porque entonces es cl niismo 

hecho v la nikma causa de pedir 

No haylids pendencía porque esta la habría si la mujer deman- 

dmi~ por golpes aln~t~rido ante el Jiiz~ado lo. de lo Civil, por ejemplo, 
y LJ?Is~>L~~s S<: preselcarra a demandar al marido por los mismos he- 

tilos ante el 20 de 10 C:ivil. La accidn es la misii~a, las personas son 
las mismas. 

En la c twa  dc la acci6n hay que distinguir, primero, la causa 

rluc 0rigiritI ¡a acciúll, la Causa reniota; y seb'undo, la causa prdxima 

Para refettrinlr>s a la conexiciad hay qtie tener siempre en cuenta la 
causa prCtxitila, 17 sea la cuusu pretendi. 

Objeto ck la c~ci6a. Los otros ele~neiitos de acciím son: el objeto 

forrnd y cl objeto material. Ifay que distinguix el fin que persigue 

fa accihn, porque al no distinguir el fin del &jeto, se incurre en 

eonfusic%ne$. En el objeto de la acciún declarativa, es la pura 

decIaracidti, la co~?srancia, la autenticidad de la relaci6n jurfJica, 

mientras que para las psrtes cmtendientes el fin de la acci6n de 

cwderiat es nr> ~610 Ia declaracibn que hace el jua,  porque espá 



obligado antes de prestar el servicio jurisdiccional a darse cuenta 

de la veracidad y de la existencia de la relacicín jurídica, sino el 

objeto que se persigue es entrar en posesihn del bien garantizado 

de la accicín. Pero al lado de estos fines de la acciitii existen los 

objetos materiales. El objeto material de la acciitn reivi~ldicatoria 

es aquella cosa sobre la cual se hace la reivir~dicacií,n, la dcclara- 

ci611, la condena forinal, el objeto formal de la acción, porquc cs 

el ohjeto que persigue11 en forma de sentencia. La accicíri tiene 

también corno elemento el objeto formal, tiene también como ele- 

mento el objeto material; hay veces que falta el objeto material 

v se queda solo el formal. 

Resumiendo, diremos que los elemeritos de la accicín se dividen 

en objetivos y subjetivos. 

Objettlv<~s: la causa de pedir rcinota, la causa de pedir próxima, el 

objeto formal y el objeto material. 

Subjetivos: el actor y el reo o sean las partes, y el juez. 



Nociones priuadas del proceso 
como una identidad autónma 

GENI%WLIDADBS 

I prt>ct:di~~~icritri tto ha atlqi.iiuido tociaik los caracteres de 

itna ciencia en la iornra eii iptc los il~i~~ilirifi ya el dr+reclli> F 
pertai, el civil, el cot~sritt~cioiinl y aun el dereclxi udminisrrativo. 

Sc consideraha al procesu cozno utoa sucesiiiri tfc actos tantira de 

las pctrtes ccirno del jne; sin qmc crnvieran nir~grnici unidad, y aun 

cu;iiido pr6cricamenre la rernPatii. esn unidad no se explicaba 
te6iicarncrite, e~~rentiienrEo por teoría Ia ex~rlicaci6n de trnn cosa 

por regias pet1er;aies, y la exf?licaci6n de la3 rngkas ge~terades por 
principios Eundirmeritales para que merezca el citukr de ciencia. 

El derecho civil tiene su rxplia~ei&x ~i<~nsi%ncan pata ctrdn una 
dc stis instiniciones. En mqterirta<le derecho pmrmal ntl; ln~L%a hcrF3ido 
nada sohre él. Et p ~ n i e r ~ ~  que hize~ el intento h e  Btondessu en 



Francia y en Alemania Bülow, que no hizo una obra sistemática, 

sino monograffas; pero su obra hoy tiene grandes méritos porque 

logró estudiar el enjuiciamiento como una relacihn j~~rídica entre 

las partes contendientes y el juez; le dio tinidad al concepto al expli- 

car multitud de instituciones del derecho procesal en virtud del 

principio fundamental de unidad del proceso y logró sistematizar 

todos los preceptos esparcidos sin orden en los códigos procesales 

y colocark)~ bajo principios funúamentales. La ciencia clásica del 

derecho procesal, puede decirse, nació con Bülow. 

Bülow, como todos los que estudian relaciones de derecho pú- 

blico, tuvo la tendencia a explicarlo en función del derecho privado 

Los ronyanos explicaban los poderes del emperador por la fatnosa Lex 
Regia que era la 1-ex Po~)uli Todas las relaciones de los esclavos Y 

el poder píiblico las explicaban en función del derecho el 

supuesto del contrato social no es tnás que una tnanifestación 

del derechc privado invadiendo las esferas del dereclio pfiblico. 

La primera inanifestasi6n del dereclio procesal fue en su as- 

pecto cieiltffico, refiriéndola siempre al derecho priva&>, y al tratarse 

de explicar las relaciones jurídicas del juez y de las partes por vir- 

tiid del prcrceso, se acudió a fuentes romatlistas, explicái~dolas por 

el cuasi contrato de la litis contestutio, y el primer paso que se dio 

fue independizar las relaciones procesales que surgen entre el juez 

y las partes y darles un carácter autónomo. 

Bülow distingue la relación procesal de los presupuestos 
procesales en tal forma, que para que exista fa relación se requerían 



ciertas condiciones procesales que se llaman presupuestos. La rela- 

ción procesal es la relacicín jurídica que surge por virtud de la 

demanda entre las partes contendientes y el juez, y tiene un aspecto 

material que es el conjunto de his actos materiales que cada una de 

las partes hace, y el aspecto formal, que es la forma a que cada uno 

de esos actos debe estar sometido, y entonces la relacicín procesal 

para Bülow queda distribuida en la siguiente forma: 

Presupuesto 
procesal 

Forma 

Actividad jiidicial Prueba ... 
y de las partes 

Relaciones de las 

kenteiicia Res-judicuta 
Vicisitudes del proceso 
Fin del proceso 

El conjunto de actos que se suceden eti el tiempo y que tienden 

a una finalidad que es la de conseguir itni sentencia favorable proce- 

den no a la aventura ni de u11 tnodo anirquico, sino con orden; por 

eso a estas series de actos que están relacionadí)~ entre sí por la 
comunidad de fines se les llama el procedimiento o proceso. 

Generalmente entre n«sonos se les llama juicio. 



Así como en el derecho público en general ha tenid« un domi- 

nio predominante el derecho privado, de tal modo qiie la técilica 

de este derecho ha trascendido al derecho público, se recordará 

que con la tesis y el fundamento de la teoría constitucional y de 

derecho público de León Duguit y Gast6n Jéze está el acto jurídico 

con la célebre dix4siSnde acto regla, acto condicián y acto subjetivo, Y 

todo inspirado en los principios del derecho privado. Pues lo mismo 

ha pasado con et derecho procesal. Se explica el proceso como ~ii11i 

relacihn de derecho privado entre las partes, aun cuando con ciertos 

aspectos de derecho píiblico entre el juez y las partes, porque diji- 

mos que entre los elenlentos subjetiv«s del proceso nos encontra- 

mos a las tres entidades, juez y las dos partes, entendiendo por 

parte al actor y al demandado por ahora, ya qiie tiene una acepción 

mSs amplia. 

Se explica la relación entre elactor y eldemandado, úniu~mente 

mediante iin cuasi contrato: el demandado, sdo mediante u11 cuasi 

contrato: el de la litis contestati»; pero ésta teoría de la explicaci6n 

del proceso meckn1te la Eitis c<>7~trstutio 110 tuvo cabida en aqucllos 

países que la abandt>iinr»n. En la gran inffiiencia romana y germá- 

nica se separaron las legislaciones en dos grandes ramas: la fraricesa 

y la netamente germánica; la francesa c o i  teixde~lcias germánicas y 

la germánica fornialista y escrita que hemos tenido hasta el presente 

y que los alemanes abandonaron desde 1867, en que adoptaron la 

IegislaciSn francesa en sus grandes lineamientos. 

Ltrs franceses, por la adaptaciívn que hicieron del juicir) su- 

mario, nunca consideraron como base del iuieio la lihs contestdhu, 



o sea la fijación de la contienda, no se establecía en Francia por medio 

de la contestación, sino que se hacía por actos sucesivos, por 111e- 

dio del ofrecimiento de pruebas, la presentación de dociimentos y 

las defensas que presentaban las partes, y estu en actos anteriores 

al momento en que se declaraba cerrado el debate, y se recibían en 

una audiencia las pruebas y se pronunciaban las sentencias. En este 

procedimiento, el proceso no podía explicarse por la litis contestatio 

porque no existla. Había otros procedimientos aun dentro del proce- 

dimiento escrito en nuestro derecho, en donde realmente no había 

una litis conrrstatio, y sin embargo habia proceso, en todos los jui- 

cios universales por eje~nplo~ en los juicios de quiebra, en los de 

sucesiones, no hay litis ctmtestutio; sin embargo hay proceso, de modo 

que no es posible partir del concepto del cuasi coiltraro romano 

de la litis contrstutio para explicar la i~aturaleza del proceso. 

En segundo lugar, multitud de circunstancias que aparecen en cl 

proceso no se pueden explicar por un cuasi-conwat», habiendo litis 

c«ntestuti«, 0 sea la fijaci6n de la litis por medio de la contestaci611 

): de los actos accesorios: Hay modificación en los derechos de las 

partes, hay perdidas de las acciones, hay continuidad del derecho 

que estaba por prescribir, hay obligación de contestar afirmativa- 

mente o negativamente un hecho con la consecuencia de que si no sc 

hace se tiene por confeso; esto no es de derecho moderno, sino la 

tradición romana de la Europa Occidental. Todo esto se podrá expli- 

car por el cuasi-contrato; pero el cuasi-contrato de la litis cot~ceitako, 

no se explica por este cúniulo de obligacia~ies, como el mcitivo que 

tiene la parte para acudir aL juez aunque no sea competente. Este es 



unefecto que tiene el proceso que no se explica por la litis contestati« 

porque todavía no la hay, y sin embargo ya existe la obligación, 

y porque el cuasi contrato sólo podrá engendrar relaciones de dere- 

cho privado y las «bligaciones de las partes respecto del juez y las 

sanciones de las obligaciones pr«cesales no están catalogadas eil 

el derecho civil. 

Además, el juez a quien se le presenta la demanda tiene la 

obligación de proveerla, pero tiene derecho también de que la per- 

sona contra quienva dirigida acuda ante él. Se engendran inmedia- 

tamente en la persona del juez obligaciones y derechos, esto no se 

explica por la litis contcstutio y sin embargo ya se da por iniciado el 

proceso, hay cierto priiicipio de proceso. El cuasi-contrato podrá 

ser entre particulares, pero respecto del juez no tendrá ningún efecto, 

porque el juez es& desemprfiando una función pública, de manera 

que la relación que surge por virtud del proceso entre el juez y las 

partes, Y de éstas entre sí, no se puede explicar por tina figura privada 

como el cuasi-contrato de la litis coritestutio. 

Thilo le da cierto carácter de derecho público al proceso; pero 

no le da un carácter netaniente de derecho público como 10 tiene, 

sino que deja relaciones de derecho privado que surgen de una 

parte con otra, y deja sin explicación y sobre todo sin clasificaciiin 

cientifica Ia obligación que el demandado tiene de acudir al llamado 

del juez. iEsa t)hligaci6n, por virtud de la notificación de la demanda, 

quC. origen tiene? Las fuentes de las obligaciones son: el contrato, la 

declaración unilateral, el enriquecimiento itegítimo, el acto ilfcito, 
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el cuasi-contratu y la ley. La obiigación que tiene la parte de acudir al 

juez, una vez que le fue notificada la demanda ¿de dóride procede? 

No hay contrato, no  hay ninguno de los elementos de equidad o 

utilidad básicob del cuasi-contrato; tampoco es un enriquecimiento 

ilegítimo ni hecho ilícito: solo 10 determina la ley. Pero vamos a ver 

si dentro de esto, esa obligación es de derecho privado o público. 

Desde luego no puede renunciarse a esa obligación, pertencce 

al derecho objetivo en el sentido que lo tratamos, y pertencce al 

derecho público. De manera que necesitamos entonces clasificar 

los actos en cl proceso, y el proceso explica cúmo iina relación de 

derccho privado entre las partes y derecho público con relacihn al 

juez no da ninguna satisfacción, porque tlo hay ninguna obligación 

de las partes durante la prosecución del proceso, si no es por tnedia- 

ci61i del juez. Estas relaciories son de derecho público, luego la 

relación procesal que surge por virtud dc la demanda y de la previ- 

sión, tomando previsión en el sentido técriico de la palabra (se dice 

que un juez previene, cuando se aboca alconocimiento de un asutito) 

son de derccho púhlico; el juez comienza a conocer del negocio, surge 

iina relación de las partes con relación al juez y de las partes entre sí, 

pero vamos a ver cuáles son las relaciones que surgen de las partes 

entre sí. 

Ya vimos que por virtud de la presentación de la demanda, 

tiene el demandante el derecho ohjetivo de reclamar al juez el servi- 

cio de que la provea y tiene el derecho de compeler a la otra parte 

de que se presente a contestar y tiene las satlciones en sus manos. 



En éste simple acto, vemos la relaciVn de las partes con el juez, pero 

la relación de las partes entre sí no aparece tan claramente. Ya veremos 

después esto. 

Vamos a hacer un análisis sobre la unidad del proceso por 10 

pronto y qué clase de unidad es; el orden es la di~~osici611 de varias 

cosas conforme a la unidad, es la unidad que se establece en diversi- 

dad de cosas y siempre en el orden se encuentra con cooperación v 

subordinaciún. EII el proceso se encue~~tran actos que piicden ser 

estudiados cada uno sepi~radamente conio la demanda, lo que hace 

el juez para emplazar a las partes; se pueden estudiar aisladainente 

las notificaciones, se pueden juntar varios actos del prvcedinlientc~ 

y fottnar un todo único, pero aislado del proceso, como la prueba 

que tiene dos procesos fundamentales: la materialidad de la prue- 

ba, los testigos, los documentos, las declaraciones de las partes, i 

el aspecto forrnal que comiste en el modo en que estos l~ech«s 

sirven piira la demostración de una cosa, para la conviccióil del 

juez, que es la fo rm de la prueba: si los testigos, por ejetnplo, 

decliran a gritos delante del juez, sin fornlalidades que la ley ha 

marcado, 110 es prueba legal, 

Se piiedeii estudiar tos distintos actos de prueba, en su fortila 

y ensu niatericllidad, i~~dependientcniente del proceso y se encuen- 

tran esviiblecidas moriografias sobre la prueba. 

Cada acto del procedimiento es complicado, p e ~ o  puede estu- 

diase y considerarse un modo coordinado; todos estos acros se 

encuentran r)rdenados y con sentido de subordii1aci6n que per- 



siguen un fin, que es la sentencia. Por virtud de esta finalidad, estos 

actos que se pueden estudiar aisladamente adquieren vida en raz611 

de la distribucicín ordenada que de un modo automático le da la 

finalidad o sea la sentencia. Luego el proceso es una serie de actos 

que se encuentran ordenados en uista de un fin único que es la sen- 

tencia. Indudablemente que cada acto tiene un fin próximo: ta no- 

tificación tiene como fin próximo hacer saber una determinación 

judicial; el emplazamiento, hacer saber la demanda; la citaciccn para 

absolver posiciones, hacerle saber la obligación que tiene de acudir 

en día, hora y lugar determiliado a contestar, ese es el fin prcíxinlo, 

a la rnaiicra que el fin próximo del estólnago es la alimentaci6n; 

pero cada uno de éstos órganos tiene su fin próximo y remoto. Los 

actos del proceso tienen su fin remoto que es la sentencia, que da 

el orden de subordii~ación. Este es un análisis sencillo sin prejuicios 

de ningiín género sobre lo que es el proceso desptiíls de la demanda 

y la contestación, que se pucden estudiar aisladamente; la contes- 

tación de la demanda es inuy dificil, la fijación de la litis ctivuelve 

varios actos cctmo la demanda, la co~ltestación, la rtplica y la dúplica. 

Después de la sentencia viene otro procest) que es el proceso 

de ejeciiciótl; pero lo de tino sirve para lo otro, con la diferencia de 

que en el proceso cfc ejecución ya no hay declaracicín, investigación 

de la verdad, porque ésta va se conoce, no es miis que el conjunto de 

medios adninistrutiuos y técnicos pura hacer que la uerdad legal sea 

unu verdud prcíctica. 

La idea de proceso que parece en realidad tan sencilla, ha sido 

fruto de eiaboraciones científicas de b~ más penosas; el primero que 



la concibió en su afán de darle aspecto científico al derecho fue el 

alemán Oscar Biilow, quien atribuye al proceso condiciones de exis- 

tencia que él y otros autores, llaman "presupuestos procesales", con- 

cepto que ha sido muy combatido en Alemania. Los impugnadores 

de1 sistema clásico sostienen que esas condiciones sin las cuales no 

p e d e  existir el proceso son errhneas, pues son más bien condicio- 

nes para que se pueda dictar la sentencia, de allí que no haya presu- 

puestos procesales. 

Bülow tiene razhn: cuanta cuestión surgc con motivo del pro- 

ceso, es como una cuestihn accesoria que quedaría sin vida si no 

tuviera efcctu el proceso al cual tiende; un incidente sobre incom- 

petencia es un proceso accesorio, y el juez que previno del cono- 

cimiento, aunque sea del proceso accesorio, puede adquirir la 

previsión en cuanto a 10 principal: ese proccso accesorio será 

un presupuesto del proceso principal. Si se demuestra la personali- 

dad, 1a personalidad suficiente del actor, el juez que previno podrá 

abrir el proceso y el proceso accesorio será el presupuesto del pro- 

ceso principal. Sino previno por falta de competetlcia, ese presupues- 

to pasa a la nada, todo depende de la existencia del principal. 

Luego en los presupuestos procesales tenenios que ver que 

haya jurisdicción y competencia en el juez y que las partes sean 

legitimas; ntt sefialamos como presupuestos del proceso las condi- 

ciones, los elementcrs de la accióil, porque éstos van a aer después 

condiciones que se apreciarán en la sentencia, para declarar proce- 

dente o no la acción; serán condiciones de la sentencia, pero ilo 

condiciones del proceso. 



El proceso requiere como condiciones indispensables tres ele- 

mentos Eundamentales, tres hechos importantes: lo., que el juez al 

cual se le pide el servicio jurisdiccional pueda darlo, que tenga juris- 

dicción y competencia, porque puede tener jtirisdicción y no compe- 

tencia; 20., que las partes que se dirijan al juez, sean capaces de 

comparecer en juicio; y 30., que de antemano la ley no haya cerrado 

las puertas de los tribunales al ejercicio de ciertas acciones. 

Todavia hay una cuarta condición, y es el respeto de las for- 

mas: si pido a gritos al juez un divorcio, no se establece ningrin 

proceso, porque la ley marca la forma en que la solicitud debe pre- 

sentarse; o bien: se hace una escritizra pública entre marido y mujer 

para divorciarse; por la misma razón, 110 se establece ningun pro- 

ceso. Este es iin presupuesto procesal de forma. 

La jurisdicción es el primer presupuesto y el mAs importante 

para que haya proceso, para que surjan esas relaciones de las partes 

con el juez, y dc las partes entre sí. Se necesita que el servicio 

jtirisdiccional pueda desenipeñarse: si en México me presento ante 

un juez incompetente para que emplace al gobernador de Sinaloa, 

no surge ninguna relación con el juez, porque éste está inhabilitado 

para ministrar e1 servicio que pido. 



De la jurisdicción 

IMPORTANCIA DE LA NOCIÓN 

a jurisdicción es una noción tradicional que tios viene 

desde el derecho romano bastante confusa y con gran z 
mezcla de otrasnociones que la afectan y la hacen imposible de 

cntender con claridad. La noción de jurisdiccióti es muy fecunda 

y debe separarse del acto administrativo, porque ur>a vez que se 

llega a conocer cn su esencia se pueden saber cuáles actos del juez 

son propiamente jurisdiccionales y cuhles no, porque no todos los 

actos del juez son jurisdiccionales, rii todo lo que las autoridades 

admixiistrativas hacen es administración, sino que también tienen 

sus rasgos de jurisdicción. 

Como se verá, penetrando a la nociótl de jurisdicción se puede 

hacer a un lado la divisic5n de 10s actos judiciales que hacia don 
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Alfonso el Sabio: decretos, autos y sentencias. Decretos: simples 

determinaci6n de trámites; ~utos: resolución de incidentes que 

110 eran de tr&mite. Las sentencias a su vez se dividían eninterlocu- 

rorias y definitivas; interlocutoriw, las que resolvían un incidente; 

definitivas, criando se trata del juicio prii~cipal. 

3i se intenta la claslficacibi~ de los actos de1 juez, en actos de 

jurisdicciíiii y de no jtirisdicci(,n, puede ser que se eilcuentre 

un irirorfo feciiniio, 1x0 solo para poner de acuerdo a los juristas en 

esta n~riteriri rnn siitil, sino para saber cwtles son los recursos que 

ac drrn ccxsktra el juez, cuales stltx las determinacioiies que el juez 

d&e nici~llflcar por sf s<dn y ciiáles se las puede níodificar el supe- 

rir'rr; :idcmds, CIX~ t i r l j i  ítocli5n cietltifica de la Jiirisdiccicíi~ se pttede 

W ~ W P  c~t~ttc Cirgnno del Estatlo previno y si ticiie jurisdiccicín o no. 

Sc karest,ip.ilrit el prtrblcnia de saber si el áshirro iitrmhradil po1 

iris partea rierte th no jttri~Jicci6n~ y s i  el &rl\itro o el tercero a quien 

*e cttcomiet~c~r+ la fi iaiití i i de1 precio etr LIII'~ conlpravenla es $í?írMtro 

alaitrfararir~ o no. Itifitllad clc casos se resuelven coti la noción 

cieiiiffia~ Je jurisiiicción. Pnp~a~nos algunos ~-i%~os: el Jtirad~) de 
f'exli1s tf-iscali.~, que califica si hubo infracción o .iioIncií>n de una 

ley Tiscai y exaimiria pruebas, iticne jiirisdiccitín o no? La Comisibn 

pijtisra~itlr~z de la i3cuJ.t P&tPlica qrie G~lia, y hasta hay un precepto 

de la 1ey que dice qite sus se~a€rrci»nes tienen la fuerza de la cosa 

jrizqads, irietle jurisdiccir5n? Las Con~isit>ricr Agrarias que Ea- 
881~1 s~hbrc tzrda~nlaci&n, resetucicín y dnritd6n de ejidns, ;tienen 

j11ris&cci6n? 



La idea de jurisdicci6n la presentaron los juristas clásicos del dere- 

cho romano y la involucraron con el imperio, y una frase de Ulpiano 

ha venido a dar al traste con la noción científica de la jurisdicción. 

Ulpiano dijo: "la jurisdicción sin el imperio no es verdadera"; y como 

se repite esta frase sin darle todo el alcance que tuvo en los tiempos 

de Ulpiatio, justo es asentar que 10 único qiie dijo fue que un juez 

que tuviera jurisdicci6n y no se proporcionara manera de efectiiar- 

la, todo mundo se podía tiurlar de él. El imperio netamente es 

administrativo y la jiirisdiccióii tiene otra esencia, porque si fu&ra- 

mos a repetir que no hay jurisdicciliti sin imperio, mandariamos al 

traste a la Corte de Casación o a la Corre de Justicia que nunca 

ejecutan actos, senteticias, ni en amparo directo ni en súplica. 

La nocihn vulgar que existe de jiirisdiccilixi es: "la facultad que 

tienen los tribun:iles de senteiiciar las causas civiles y criminales." 

Esta definición presiipotle, lo., que para que haya jurisdicción se 

necesita cliie haya caiisa civil o critiiitlal; 20., que esa causa tenga 

que resolverse por sentencia, y .30., qiie el acto jurisdiccional por 

esencia es la sentetlcia. iQué mientras no haya sentencia rio se está 

ejerciendo jurisdicción? ¿No puede haber una causa que no sea 

civil o criminal, como la polftica, eii tina sin~ple declaracilin de 

nulidad de una elección! Ahora, ique la definición de la palabra 

"causa" no presupone la existencia de un proceso, y para que haya 

jurisdicción se necesita forzí)samente que haya proceso? E5 une de- 

finición que no resiste ningún az~álisis. 



La evolucihn del concepto considera anexa la jurisdicci611 al 

intperio, entendiendo por imperio la facultad de ejecutar o de hacer 

ejecutar LIWA determinaciiin, y que por virtud de órganos judiciales 

sin Eaciiltades de ejecuciiin, se fue separando la noción de juris- 

dicción del imperio; pero esto se ha ido haciendo paukatinametitc. 

Ih'ering dice que el hombre tiene actualnxente cierta inclina- 

ci6n a ver niejor las cosas más lejanas. El conccpto de jurisdiccihn 

separado del imperio 110 ha alcanzado esta purificaci6n en nuestros 

jrr~scoitsrilros. La Suprema Corre de Justicia de la Naciiin declaril 

que los firkirros no soti aiitoriciad porque no tienen imperio, como 

si lo j~trit.is\Sicc,ifn\ no fuera distintivo de una autoridad especial, 

contu si no fuerir ~it115 fac~iltad que $610 a las autoridades compete, 

Y qire pricde haber jtrrisdicciiin sir, liaher imperio. La Corte les ha 

~ti.&i~iiii n i08 firbitras la categoría de autoridad porque dicen que 

ni! rierlfn iiiigíerio; entre imsotros la jurisdicci6n &l imperio n» 

lln odwirirtn carta de ciudadanía. La jurisdicciiin es, según Iiuestra 

rntdi-iiin, la ~>c>teurad de resolver las causas civiles y crimitia- 

les; pera '.Sr<? es $t,ilso y ya le 11emos hecho una crítica aunque 
st~&~erfickxl* 

Hay unti eran ca~itidadde teoslas sobre la jurisdicción. Se P U ~ -  

den rbistribtiir cesas d&nicio'ioiies en dc>s vandes catemrías, tomando 

dm puntos de vista eseticiaies. Ln primera categoría de definid>- 

""8 de jtlrkdicciCjll torna conla $en<> y base el an&sis del acto j t d -  

diccicirial y Icr conxpapnnct al acto admutisrrativo, haciendo el 

~114i1iisis ii~terno de cada uno de e1hu para enconear sus eíemenf.os. 



A esta categoría pertenecen todas aquellas definiciones que dicen 

que el acto de jurisdicción es el acto por el cual se da la regla 

particular para el caso particular tomado del derecho abstracto « 

general, es decir, que el juez es el legislador del caso particular, 

pero aplicando la legislación que dictó e1 legislador de los casos 

generales. 

La otra definición que corresponde a este punto de vista cen- 

tral, es aquel acto jurisdiccional que no hace más que declarar o 

reconocer un derecho existente. 

Los publicistas franceses pretenden definir el acto jurisdic- 

cional en funcitiri del acto jurídico; preterideti tamhi6ti definir el 

acto administrativo en fiincici~i del acto jurfclico. Atrevidamente 

Duguit y Gasttin Jéze se explican el acto jurisdicciot~al por el acto 

jurídico y tienen sri modo peciiliar de ver el acto jurfdico. 

Duguit clasifica el acto jurídico en acto regla, acto cc>ndícirjit y 

acto subjetivo. Duguit parte del principio fundaniental de que 

todo ctcto izumano que tienda a producir cfectos jurídicosz es u11 acto 

jurídico; en consecuencia, una autoridad que ordene cualquier 

asunto está iiaciendo 1111 acto jurídico porque es un acto de su volun- 

tad para producir efectos jurídicos. Abarca en una definicióii abs- 

tracta gene~i t  todos los casos de la vida jurídica con excepci6n 

del hecho jurídico que se realiza independientemente de la voluntad: 

la nxueFtc, la menor edad, el nacimiento, erc6tera. Cuando se 

reúnen lus diputados o seriadores para hacer una ley, o ltrs firganos 



administrativos al hacer un reglamento, están haciendo un acto 

de su voluntad para producir efectos jurídicos. 

La acción de los legisladores de expedir una ley es un acto 

jurídico en virtud del cual nace una regla, luego la ley se puede 

considerar como la emanación de un acto jurídico que Dupi t  

llama acto jurídico regla. El reglamento que es un acto jurídico de 

contenido general, también es un acto jurídico regla; no tiende a 

producir efectos jurídicos concretos para una situación j~irídica 

concreta, abarca todas las situaciones jurídicas posibles dentro de 

las condiciones fijadas por el acto jurídico regla; la ley es un acto 

jurídico regla, el reglamento, toda disposición de carácter general 

pertnanente, es un acto jurfdico regla. Pero al lado del acto jurídico 

regla nos encontramos con una cantidad enorme de otros actos 

jirtidicos que no están comprendidos es esa tipificación, como el 

testamento y el contrato, que son también disposiciones de voluntad 

para producir efectos jurídicos, y se refieren a casos particulare~ 

Ca&* uno de los actos humanos en u11 contrato revisten elementos 

diferentes, psicí~lógicos y Jurídicos, si se consideran las dos par- 

tes cotltrat~ntes: compro rxna casa porque qitier« establecer un 

c<>le&, porque considero que otros van a colaborar conmigo; Y 

quien mc la vende es porque quiere irse a pasear, y al irse a pasear 

es porque tiene necesidad, etcétera; cada quien tiene su punto de 

vista especial y el acto jurídico en los contratos es distinto en sus 

elementos, sobre todo enlos motivos de decisión, y tiene lo subje- 

t h  porque es la regla que se presenta individualmente a las partes, 



y es subjetivo además por los elementos personales que cada uno de 

10s contratantes tiene, por eso Ditguit le llama acto jurídico subjetivo. 

Pero todavía no está agotada la clasificaci(5n de actos jurídicos. 

Un extranjero viene al país, le conviene vivir en México y se natu- 

raliza; es un acto de su voluntad y sin embargo no tiene que ver ni 

con el acto regla ni con el contrato, porque la nación no hace 

ningún contrato con extranjeros, incluyendo este que quiere ser 

mexicano. Luego, la ley que establece una situación general perma- 

nente, se desliga de cualquier individuo. En la declaración de 

voluntad del extranjero está el pararrayos de todas las consecuencias 

jurídicas de la ciudadanía mexicana, por eso a este acto jurídico 

lo llama el acto codiciitn, porque la expresibn de volun~ad hace 

que se desprendan de la organización jurídica los efectos jurídicos. 

Aunqiie con tal clasificación parece agotada la vida jurídica, 

podemos preguntarnos: ¿y la jurisdiccihnl El juez, al resolver 

u11 caso sentenciando, está haciendo un acto jurídico porque es un 

acto de su voluntad con consecuencias jurídicas; pero no dicta 

una disposición general puesto que nada inás se refiere al caso 

particular, no lo hace cn funci6n del subjetivismo puro como el 

contrato, ni es acto regla, ni es acto subjetivo. Algunos creyeron 

que p«dh considerarse la sentencia del juez como un acto condi- 

cibn porque es la legislaci6n abarcandi> los actos generales y el 
juez lo tinico que hace es poner debajo de la gran b6veda del dere- 

cho objetivo un caso particular; pero el juez resuelve aunque la 

bóveda no exista, de modo que no es acto condicihn. 



Duguit empieza a vacilar, en  el sentido recto de la palabra. 

En un caso da una solución de acuerdo con la teoría del acto con- 

diciún, y en otros parece que se amolda al acto regla, porque en 

efecto, en ninguno de esos casos cabe la jurisdicciún que tiene que 

regular al elemento extrínseco para poderlo acomodar dentro de 

estas tres categorías. Puede ser que tenga razón iin autor moderno 

alcm&n, que al ver las dificultades que presentaba ta jurisdicción, 

la cosa jnzgada y el proceso, dijo: el derecho se ha dividido en 

púl>lico y privado, yo creo que hay que volver a aquella triple clasi- 

ficación que recordaba el número cabalístico por excelencia, el 

rxíniero &es, que era llamado por los antiguos el número 5in madre 

y e11 vez de clasificarlo en L ~ I S ,  en público y privado, hay que agregar 

e1 tte'eclro judicial, porque el derecho judicial tiene categorías que 

1x0 le corrcspoi~den al derecho público ni al privado: en el derech~ 

p.t"~blic» 10s 6rgartos del Esrado proceden de ofici». El juez cu;ind~~ 

se encttenna con 11x1 principio de dercclio público, lo aplica de ofi- 

cio, nxicntras que si es privado, no, birlo a petictún de parte. 

Estas dificultades que presenta la actividad del juez son tan 

grtwes ytie hasta se Eega a ítiveiicar un dcrccl~o: el dcrecho judickal. 

POE eso Dub'uit se topa con un Sereclio que si no le era desconctcido 

rnnlpoco le era familiar: el derecho judicial, y se enwntr6 conque 

la jurisdicicicín le otorgaba los tres elemelitos: acto regla, condzciún 

y szabjetivci, y tuvo que recurrir a decir que en virtud de la juris- 

dicción no se hace más: que declarar el derecho preexistente, y que 

la cosa juzgada es la fuerza que se le da a la voluntad del juez 



que declara el derecho en un caso coiicreto; lo coloca como una 

especie de acro condición y acto regla a un caso particular. 

Pero la realización del derecho se hace de varias maneras: un 

gendarme que está en una esquina impidiendo uti desorden está 

realizando derecho; un ministro, rodeado de sus consejeros, organi- 

zando los ramos de la administración que le corresponde esvá re a 1' izan- 

do el derecho; asimismo el Presidente de la República, con sus 

disposiciones, decretos, órdenes, etcétera. Como se ve, hay muchas 

maneras de realizar el derccho: los jueces al aceptar o rechazar 

una demanda, correr traslado, etcétera, también están realizando 

el derecho. Pero la manera se distii~giie según los 6rgailos. 

Las formas principales de realizar el derecho se pudieran clasi- 

ficar en dos: primero, aplicando el derecho objetivo al caso. Hay 

un dereclia ot~jetivo, vivimos en un país organizado a base de una 

ley, a hase de una C»ilstitución, a base de cí>ctigos, pues una de las 

tnaneras de rcalizar el derecho es aplicando la ley al caso concreto. 

Otra de las matleras de realizar el derecho es ver primero 

si existe uri derecho o no. Si se me acusa de abuso de confianza, el 

primer problema que surge antes de que se me aplique el c:xstigr, 

para realizar el derecho, es saber si existe el abuso de confianza, 

entonces, ya la realización del derecho se divide en dos: primero 

la investigación sobre si existe, y seg&, la aplicación del desecho. 

Si se me aplica directamet~te, sin previa declaración de si existe 

O no, nos encontramos con una g a n  cantidad de funcíoiles del 



órgano administrativo; pero si se investiga sobre si existe el derecho 

o no, estamos frente a la actividad netamente judicial. Esto no es 

conseciiencia misma forma de la razón pura, como quisieron 10s 

"neokantianos", sino que es en producto de la historia creado por 

las necesidades sociales y a base de cultura. Luego la función juris- 

diccional es la función del Estado que tiende a resolver el problema 

jurídico que consiste en investigar si existe el derecho o no y en de- 
clararlo. Así pues, acro jurisdiccional es el acto de los órganos del 

Estado que tiende a resolver el problema jtirídico investigáiidol« y 

declar&ndolo. Acto administrativo es aquel en virtud del cual se 

tiende a la reaiizacióti directa del derecho sin previa declaración 

de si existe o no, y si en algún caso se llega a investigar sc hace 

$610 con carilcter provisional. 

Antes de comprobar la definición de jurisdiccion, vamos a 

hacer ttti hrevísinio anlitisis de las defiiiiciories quc a m«ntones 

dan los autores, o sea el análisis de los elementos internos del acto 

iitrisdiccional. 

Para Cl~ioveiida cl acto de jurisdicción consiste en la sristitu- 

ción del juez a la parte demandada: me debe el Sr. P diez pesos Y 

no me los quiere pagar; por virtud de la supresit5n de la justicia 

privada tengo que acudir ante un órgano del Estado, que fue el 

que abs»rbió Ia justicia para que me la dé iqué es lo que hace el jtiez? 

Primero declara que me debe P y después se sustituye a éste y me 

paga. Si mi padre se niega a reconocer la y entablo 
en  su contra la acci6n de r e c o n o c ~ ~ e n t o  de paternidad, el juez se 

sustittiye y hace la declaraci6n. 



Otro ejemplo: demando a O, y mi acción es completamente 

improcedente, no se reúnen las condiciones para que prospere 

por sentencia favorable; viene la sentencia y es favorable al deman- 

dado; el juez me sustituye para que reconozca yo los derechos 

de O. La teoría de Chiovenda, a pesar de no ser conviiicente, ha 

adquirido tal raigambre en Italia que se puede asegurar que un 

90% de 10s autores itaiianos sigue sus pasos. 

En la declarativa todavía hay sustitucii,n, porque en realidad 

O no ine debe nada; hace mucho tiempo que me pagó y no le 

otorgué ningun recibo, ahora me lo exige y yo me niego; el juez 

lo hace, s~ipIicild« tni omisión o renuencia, de manera que la te«ria 

de Chiovenda nos está satisfaciendo para multitud de casos. En donde 

se cnci~entra la primera fricción es en la sentencia constitutiva y 

aun en algunas declarativas; mi padre hace veinte afios no nie 

registró y ahora ya 110 lo puedo hacer v~luntiir~iinente; en tal virtud 

demando a mi padre para que venga la sentencia dcclarativa, por- 

que ni él ni yo podernos cubrir el expediente de la paternidad. 

Él confiesa la demanda, no se niega, y« presento pruebas; a pesar 

de 1x0 haberlo hcclio en su oportunidad ahora no lo niega, y viene 

la sentencia a dar el mentís a la teoría de la sustitución. El juez no 

se sustituye aquí desde el momento que mi padre no se niega; luego 

no t«do acto de jurisdicción es siempre un acto de sustitución. 

Otro caso: trato de divorciarme, pero por más que queremos 

mi esposa y yo no 10 p«demos lograr ante una simple dcclaraciú~i 

ante notario, sino hasta acudir a1 juez, y éste, al pn)riunciar el 



divorcio, no efectúa acto de sustitución, sino un acto al que está 

(lbligado. Aquí liay ineptitud personal, no de resistencia; aquí la 

sustitucicín no es para el deudor y ya empieza a flaquear la teo- 

ría de Chiovenda. 

Muchas veces el juez, al ejercitar un acto de juriadicctón, no 

esta jtizyando ni dc la actitud del actor, ni de la actitud del deman- 

dado, sino jitzgando sus propios actos, y los está declarando v6lidos 

o nulos o los está reformando, y allí no hay ni susritución por 

resistencia ni por ineptitud, allí hay estudio y resoluciún sobre SUS 

propios actos, ... eti 10s incidenres de nulidad de embargo, de 
actlinci<ines, etcétera, en que las partes pusieron todo lo que legal- 

xnentc reclamnrotl; pera el jucz villo amold6ndose al cartabón de 

la ley, con su inrer~ocuroria a hacer la declaracicín correspondiente 

i lqttf no hay sustitucibil, y la Cinica explicación del error es que 

todas cbtas teorists que tratan de explicar el acto jurisdiccional 

por el acto nlismo, 1x1 tienen en cuenta el rclativismo jurídico, 

que es u11 relativismo superlativo, porque en el derecho hasta las 

definiciones so11 crnínetltemeilte relarivs, todo va en busca de fines 

por realizar. El derecho es teleol6gico esencialmente. 

Pero decimos que el dcrcclm es lo más retativo, y no se puede 

por virrud del antilisis de los actos de las autoridades ludiciales Y 

adminisnativas, llegar a determinar la esencia del acto jurisdic- 

cional o d d  admjnistrativo; tenemos que remontamos en aras de 

dos cosas: del& y dc ia funci0n. Con este criterio podemos llegar 

a precisar el acto jurisdiccicxnat en el derecho atemáil, japonés, 



etcétera, mientras que con el análisis del acto que hace la autoridad 

judicial, nos encontramos conque hay muchos casos en que las 

autoridades del orden judicial hacen actos administrativos, y auto- 

ridades administrativas que hacen actos de jurisdicción. 

Existe una teoría que de modo extrínseco quiere decir que es 

acto jurisdiccional el qiie hace la autoridad judicial y acto adminis- 

trativo el que ejecuta la autoridad administrativa, atendiendo a la 

clasificación y al origen del acto; pero esto es falso por lo ya dicho. 

De manera que por el origen tampoco puede catalogarse la 

natiiraleza del acto. El único criterio es comprendiendo el fin y 

la funciún del órgano que ya expuse con amplitud. Ahora sólo nos 

falta Iiacer aplicaciones: el Jurado de Penas Fiscales, se repite por 

algunos abogados, que ejerce jurisdicción, pero tiene por funciún 

investigar si las infracciones que los órganos del Fisco han levantado 

a los contribuyentes y que ameritan multas, están o no comproba- 

das. Coino los miembros del famoso Jurado de Peilas Fiscales reci- 

ben pruebas y oyen alegatos, en razón de esa contextura puramente 

superficial muchos juristas mexicatlos consideran que está. ejercien- 

do jurisdicción. ¿Acaso tiende a resolver el problema juridico? A 10 
que tietldc es a saber lo que va a cobrar el Fisco: su finalidad es 

completar las arcas del tesoro público, amoldándose a la ley, pero 

no a establecer de un modo definitivo si una persona cometi6 o no 

la infraccibn, y la mejor demt~stración es que el Jurado de Penas 

Fiscales puede ser atacado mediante actos judiciales para que se 

estudie si sus resoluciones son conforme a la ley y se diga la última 

palabra. 



Otra caso: Ante las Comisiones Agrarias Locales o la Nacional 

y ante el Presidente de la República, se ventilan reclamaci«nes de 

pueblos o peticii~nes de ejidos para restituirse o para dotarg se enta- 

bla la demanda por el pueblo; se notifica a los propietarios, éstos 

tienen clereclio de oponerse, rendir sus pruebas, sus alegatos, deman- 

das que pueden ser impugnadas, y el Presidente de la República 

dicta su fallo con resultandos y considerandos. ¿Es acto de jurisdic- 

cien? Aquf hay que distinguir la dovación de la restitución. Cuando 

se trata de dotar a un pueblo, lo que se persigue es satisfacer una 

necesidad del mismo, dando elementos de vida a sus habit-antes 

por me~lín de facilidades que se les dan para la agricultura; el fin 

no es el de realizar ei derecho en ese momento, sino a comprobar 

cxctttsivi~r~xc~~te si existe cl pueblo, los ci~tdadanos, las tierras, 

etc&tera, y se les aplica; tiende a resolver el problema con tina 

firin1id:ld de cacricrer arlturat, realizrk el derecho itirectamente, pero 

en ftiticiúti de uria finitlidad social de cultura o iiiejoramiento 

En cainhici, citando se presenta ante las autoridadea agrarias 

una rccl.a~ilaciírn de restitt4cifh de ejidos, allí se tiende a estudiar 

tienc. derecho el pueblo a esos ejidos, si alguna vez 10s tuvo y le 

fitcrors rt>hxdos, usurpados, g si esas tierras que reclainan son idtii- 

ticas a las L ~ U C  ICS fueron robadas en alguna ocasión, v entonces la 

ftnalidtid es establecer el derecho. Primeramente se resuelve el pro- 

blema ju?ldico para después distribuir los bienes realizando directa- 

mente ef derecho: luego en materia agraria, cuando hay peticicín 

de dotacibn de ejidos no Iiap jurit~diccicin; cuandcj hay petición de 

resriruci611 dc ejihs, entonces sí hay jwiisdicci6n; en el pimer 



caso, la resolución del Presidente de la República no es jurisdic- 

cional, en el segundo sí. 

Pongamos otro caso: la Comisión Ajustadora de la Deuda 

Pública. Esta Comisión tiene por objeto determinar lo que debc 

la nación; fue creada con el objeto de saber cuál es el pasivo dc la 

nación mexicana. Funciona mediante una especie de tribunal 

compuesto de cinco miembros, cuyo presidente es cl secretario de 

Hacienda, debiendo tomarse sus resoluciones por mayoría de voros. 

Se presentan las demandas, se hacen las investigaciones, etcétera, y 

las rest>luciones definitivas de la Comisión de la Deuda Pública, 

dice la ley de la materia, tienen el valor de cosa juzgada, y aquél 

que se lia sometido a la jiirisdiccicín y competencia de la Comisión 

de la Deuda Pública, sin antes ir a los tribunales, después ya no lo 

puede liacer. El problenia es vital, itietie o no jurisdicción? La fina- 

lidad es reconocer el pasivo de la nación, 110 es resolver el problema 

jurídico de cada irno dc los acreedores jurídicos que se presentan, 

luego, si esa es la finalidad, la funcióli que ejerce la Comisión, aun- 

qiie lo diga la ley, no es jurisdiccional y sus resoluciones tienen sólo 

el carlícter de provisionales, tienen el sello del acto adininistrativo, 

y aunque se diga que sus resoluciones revisten el carácter de cosa 

juzgada no es exacto, porque pueden atacarse judicialmente y en- 

tonces sí se resuelve el problema jurídico. 

El problema jurídico consiste en  decir primero si una persona 

tiene derecho, y segundo, si el hecho que invoca como fullliamenro 

del derecho está o no comprobado. El órgano que exclusivamcnre 



se encarga de la finalidad de resolver el problenia jurídico es el 

órgano jurisdiccional, y el acto mediante el cual se resuelve dicho 

problema es el acto jurisdiccional. 

El acto administrativo tiene semejanzas y diferencias con el 

jurisdiccional. Semejanza: los dos estudian el hecho en relacióil 

al derecho, porque las leyes se clasifican de dos maneras: en catcgb- 

ricas e hipotéticas; son leyes categóricas o presupuestos jurídi- 

cos categóricos los que se imponen sin condición, y son tiipotéticos 

los presupuestos que se imponen mediante la comprobación de la 

existencia de ciertas condiciones: 'no matarás', he allí un presupuesto 

categórico; no robarás, no mentirás, son presupuestos imperati- 

vos categóricos, no tienen condición. En cambio, hay una gran 

cantidad de presupuestos hipotéticos: si una persona nace de una 

ni~ijer casada no se le puede atribuir niás que al marido y la ley 

dice: '' se presume que el hijo nacido dentro de cierto plazo es del 

tnarido"; es una presunción juris et de jure. 

Hay otros presupuestos absolutos: "Los hijos respetarkn a sus 

padres", no tienen condición. Pero si el hijo llega a la mayoría de 

edad, quedará inctependizado de su padre, emancipadi) de pleno dere- 

cho. El antecedente de Iiccho y el consiguiente imperativo de 

derecho, en todo existe. 

El derecho se aplica de dos maneras: se da por comprobado el 

antecedente y se aplica inmediatamente el consiguiente, es una 

manera de realizar el derecho. Pero hay otra manera: en declararlo; 



existe comprobado ese antecedente, por consiguiente es de apli- 

carse este derecho que está en el consiguiente, pero primero se 

comprueba el antecedente; se declara después y en seguida se aplica 

el derecho 0 consiguiente. 

El acto admiriistrativo y el acto jurisdiccional tienden a la rea- 

lización del derecho, pero el acto administrativo, al realizar el 

derecho, no lleva como única finalidad la resoluciítn de problemas 

jurídicos sino todas las finalidades del Estado: el orden pítblico, la 

paz, la salubridad, la higiene, la economía, en fin, el bien común. 

Pero aquel órgailo que tiene como única finalidad resolver el pro- 

blema jurídico es el &gano jurisdicciorial, por eso sus decisic~ncs 

son las más respetables de todas. Una ley, unreglamerito que tiendan 

a resolver cl problema jurídico y se conietan errores, pueden ser 

niodificaclos, pero ante todo cumplidas: "cúmplase, despues repre- 

séntese." A pesar de estar tan mal retribuido, el órganct jurisdiccio- 

nal es el más iniportai~te. 

No sol» es importante adquirir una tioción exacta de la juris- 

dicción para lograr precisar y determinar cuándo tina autoridad 

ejerce juriscticcic5n y cuán& no. Existe una autoridad de reciente 

creacitíi~ que es típicamente una autoridad jurisdiccional: las Juntas 

de Conciliación y Arbitraje. Estas Juntas son autoridades crea- 

das precisamente para resolver los problemas jurídicos en materia de 

trabajo, y sus resoluciones tienen toda La fuerza de la cosa juzgada. 

ta jurisdicción compete aun a aquellos &ganas que no tienen 

facultad de ejecutar sus decisiones, por ejemplo: la Suprema Corte 



de Justicia de la Nación, que en materia de amparo directo se con- 

tenta con declarar y no ejecuta. La antigua Sala de Casación nada 

más hacía la declaración: fue violado tal precepto de la ley, se 

casa la sentencia, quien ejecutaba era la autoridad que había dic- 

tad» la sentencia mala. 

El imperio se consideraba en el antiguo derecho como un ele- 

mento esencial de Ea jurisdicciói~ y decían que la jurisdicción tenia 

estos elementos: motio, uocatio, coercitu~, judicium et executio. Ahora 

basta con que el órga11o público tenga la facultad de resolver el 

problema de derecho, que tenga esa finalidad para que le adjudi- 

quemos la jiirisdicción. De allí viene el problema de si los árbitr~is 

tienen o 1x0 jurisdicción. El árbitro que nombran los dos particu- 

lares cle comliri acuerdo tiene jiirisdicción: el scfior L y y« tenemos 

un pleito pendiente, y nos ponemos de acuerdo en designar árbi- 

tro al Sr. P y le etltregamos el negocio; ante él presentamos nuestro 

asunto y pronttncia resolución. No tiene ilinguna investidura 

phhlica porque no es futxci«nari« det gobierno, tiene el cargo por- 

cliie riosotros se ctinios y exciusivamente para nuestro propio nego- 

cio. Es importante saber si tiene (1 no jurisiiicciún. 

Si resolvemos que la tiene, cabe el amparo contra su determi- 

nación; si decinios lo contrario, no cabrá el amparo porque no es 

iiutoridad. Se dice qitc no tiene jurisdicción porque nadie da lo 

que no tiene y como las partes no tienen jiirisdicciún, comecuente- 

mente el árbitro no tiene juirisdicción. Si esto se sostuviera en le&- 

laciones como la iraliana y la francesa estaría tal vez acertado; 

pero entre nosotra no puede ser igual. 



Desde el siglo XlII, época de expedición de las Siete Partidas, 

la institución del árbitro fue una institución protegida por los mo- 

narcas rodeada de toda clase de cuidados y de garantías, y lejos de 

restringírsele se le fomentó, y como un cliente poderoso para la 

institución, el rey revistió de jurisdicción al árbitro y desde entonces 

no ha lial>ido una sola ley antigua o moderna mexicana, con excep- 

ción de la Ley Orgánica de Tribunales de 1902 y 1928, que no le 

hayan reconocido jurisdicción al árbitro; y es porque se Ic enconiien- 

da la resolución del problema jurídico y a sus resoliicioncs se les da 

la autoridad de cosa juzgada con todas siis consecueiicias, como la 

de que el conocimiento de un negocio por iln árbitro prodnce 

la incompetencia para los jueces ordinarios, y esta incompetencia 

en los jueces no se produciría si a su vez el árbitro no estuviera 

revestido de competencia. El conocimienro de un ilegoci» por el 

árbitro prodiice la litis pendencia, de manera que si ese nlismo nego- 

cio se lleva ante los jticces ordinarios allíel demaiidado puede prescti- 

Lar la litis pendencia; luego se considera que el iirbirro esrii verdadera p 

s~istancialn~ente juzgando. Las actuacioiies del árbitro conforine 

a la ley hacen priiebn plena y tienen fe pdblica, p tia tiene nom- 

hramiento de ningún órgano del Estado, lo iioinbraron dos particu- 

lares. La jurisdicción no se la dan las partes, luego el argumento 

de qiie nadie da lo que 110 tiene no es cierto, porque con ese argu- 

mento no habría explicación ni siquiera del Poder Legislativo, porque 

ttn ciudadano que da su voto por otra persoila para diputado, no 

le da la investidura, sino se la da el derecho objetivo, » sea la 

ley; lo mismo pasa con los árbitros: la facultad para resiilver Los 

problemas jurídicos se la da la ley. 



En el lenguaje de Duguit diremos que nos encontramos ante 

un acto condici6n, pero ese lenguaje es muy criticable. Uno de 10s 

pecados capitakes de Duguit consiste en fraccioriar los concep- 

tos, y el derecho no lo permite porque rompe con los conceptos 

siiitéticos que lo vivifican. 

Todavía tiene una última importancia la noción de jurisdic- 

ción y esta es capitalísima; icuáles son aquellos actos del jaez que 

son verdaderamente jurisdiccionales, y cuáles son los actos que no 

lo son? No todo lo que el juez hace es jurisdiccional. Desde luego el 

mandar a sacar a remate: la Suprema Corte de Justicia coixdeiia a 

otra persona en prado de súplica, a pagar, pues la Corte ilo ejecuta, 

nianda a que lo ejecuten. De hecho hay pueblos sobre la tierra en 

que la ejecticióit se encolnienda a órganos del Poder Ejecutivo 

Allí no se ua a resolver el problema jurídico, sino que se coirsidera 

resuelto y se va a realizar el derecho para cumplir la razón funda- 

mental, porque la ejecución de la sentencia la hemos conservado 

~iosotros dentro del Poder Judicial. Es que de hecho, después de la 

sentencia siirgen algunos problemas jurídicos que hay que resolver; 

desiir luego surge cudes ejecuciones pueden aplicarse sobre bienes 

que en todo o en patte pertenezcan a terceros, allí ya surgió un 

problen~a jurídico. En la ejecución se enibargaron cosas que no 

podían ser embargadas y hay que demosnar que no podían ser 

embargadas porque, o bien eran usufructos dejadc3s en calidad de 

din~elitos, o bien eran salarios, o bien eran objetos <lue la ley defa 

como ínembargables porque equivalen a la s~ibsi~tencia vital del 

deudor, como los libros en u11 abogado, el arsenal de utensilios en 



un mtdico, las armas en un soldado, etcétera, ya que si se embargan 

estos objetos, se elimina su sustentación. ¿Pero qué esos libros 

son los de mi biblioteca de abogado, o son individuos? Pues bien, 

se discute sobre si esos libros son o no de L, tse es el problema 

del juez. 

Pero todavía dentro de la tramitación del jiiicio: la niisi6n de 

la demanda, el mandar correr traslado, maridar abrir a prueba, el 

practicar una prueba, ¿serán actos neta y esencialmente jurisdiccio- 

t~alesl ;El mandar despachar una ejecucicín provisional en un jui- 

cio ejecutivo, el despachar un embargo precautorio, serán actos 

iurisdiccionales? 

Si al :icto jurisdiccional le hemos adjudicado co111o rasgo esen- 

cial, el resolver ei problema del derecho de un modo definitivo, 

estableciendo la verdad legal, tenemos que coticluir que no todos 

los actos que el juez ejecuta durante la tramiraci6n del j~iicio so11 

actos jurisdiccionales, porque el hecho de que admita tina demanda 

no establece la cosa juz~ada; pero sí en cambio hay que clasificar 

los actos del juez en actos que sirven de n ~ d i o s  imprescirulibles para 

el ejercicio del acto jitrisdiccional, y en actos que nli estiúi tan direc- 

tamente subordinados al ejercicio jiirisdiccional: el nombramiento 

de un depositario no ticne la menor importancia, aunque al prin- 

cipiar el juicio sea como admitir una demanda o desecharla, y 

todavía dentro del juicio hay algunos actos que sí tienen la cate- 

goría de jurisdiccionales: una resoliici6n sobre la personalidad de 

las partes, sobre la competencia o incompetencia. Luego, duran- 



re la tramitación del juicio hay tres clases de actos: actos quc son 

netamente administrativos, actos que son preparatorios del acto 

jurisdiccional y actos jurisdiccionales. 

Antiguamente la clasificación de las determinaciones judicia- 

les se hacfa asi: decretos, autos y sentencias. 

El nombrar o remover un depositario, o previniéndole que 

exhiba un &xcunietlto, es un acto adnlinistrativo; uti acto del juez 

declarándose incompetente, es un acto que tiene toda la fuerza del 

acto jurisdiccional; un auto del juez desechando unas prltebas Y 

adminetldo otras, es un acto que prepara el ejercicio del acto juris- 

diccio~~ai. Tienen una itnportancia diferente y naturalmente di- 

versa, a u n q ~ ~ e  todo venga con la misma investidura. 

La jurisdicción es el g6nero próximo, la competencia es la diferen- 

cia especifica. Se dice que toda competencia es una limitación de 

la jurisdicción. Toda competeiicia presupone jiirisdiccicin, pen) 

no toda jurisdicción presupone competencia. Se limita La jurisdic- 

ción atendiendo a la materia, la calidad del proceso o de la con- 

troversia o del problema juridico por resolver. Así hay problenlas 

del u-abajo: un sfndico o una empresa, piden la reducción de 

empleados y de sueldo, lo que se llama reajuste; los jueces de lo 

civilson competentes, se establece u11 organismo con la limitación 



para estudiar estos problemas: las Juntas de Conciliación y Arbi- 

traje, que tienen jurisdicción limitada a los problemas de trabajo: 

La calidad del problema estB determinando iina limitación de la 

jurisdiccitíii. 

Los jueces federales de Distrito conocerán de todos aquellos 

casos qtie atañen a la Federación, como clasificacitít~ de patentes 

y marcas, atentados contra la libertad de imprenta, etdtera; la 

calidad del negocio está limitando su jurisdic,ción y la limita ente- 

rrándola dentro de sí, y establece limitaciones para otros brga- 

nos jurisdiccionales. Así u11 juez de lo civil no va a conocer de 

casos criminales; y todavía dentro de las clasificaciones pueden 

caber otras siihdivisiones, la calidad del proceso es trna liniitacii,ii. 

Otra limitaci6n es el grado, o sea el nivel de la instancia; hay de 

primer grado, de segundo y de tercero, y en otra epoca 1i;ibia hasta 

de cuarta y quinta, por eso hay ji~zgados de primera, segunda y 

tercera iristaiicias. Ahora ya no tenenlos tnás que la súplica y la 

Corte es el tribunal de tercera iiista~cia, cuando conoce e11 grado 

de súplica; así un juez de lo civil no va a conocer de una apelación 

porque est;i limitado al primer grado, ni un tribunal de segiinda 

instaricia conoce asiirttos de la primera. Luego el grado de la inseaii- 

cia es otra limitación de la jttrisdicción. 

Otra limitación muy imp«rtante es la cuatztíu. Un juez de paz 

tiene liniitada su. ji~risdiccitín hasta doscientos pesos; los jueces 

menores tienen su jurisdicci6n limitada de dc>scientos a un lnil 

pesos. En cal virtud, no tiene jurisdicción un juez menor para 



conocer de negocios de menos de doscientos ni más de mil pesos; 
los jueces de lo civil conocen de un mil pesos en adelante, sin 

limitación. Los jueces de Distrito no tienen limitación por razón 

de cuantía, tienen limitación únicamente por razón de la calidad 

Hay limitación también por razón de la persona. Un juez de 
lo penal no va a cncausar a la hora que lo desee el Presidente dc la 
Repúbtica, niva a encausar a un representante diplomático de otra 

iiacióni tiene nna limitaci6n de su jurisdicción por razón de 

calidad de la persona. Antes estas liniitaciones eran muy grandes, 

cuancfo había los tftulos de nobleza y todas las consecuencias que 

traía; cuando habia fueros, como el fuero por razón del título de 

nobleza, fuero de guerra -que aún existe-, fuero de mar, fuero 

ectesilsscicu, fnero de hacienda, fuero de indios, etcetera, de manera 

que aquel jt~ez, no era conxpetente teniendo sil jurisdicci61i muy 

a~nplia, para conocer de las causas que se relacionaban con ciertas 

personas aun civiles: surgía algnna contienda entre dos curas ccm 

motivo de sus bienes; el juez de lo civil no era competente para 
failar sobre eso, era sólo competente el juez eclesiástico. Un soldado 

comere una inscibc~rdinaci6n c»ntra su superior jcrhrquico, el juez 

de lo penal no es competente por razón del fuero, sino el juez mili- 

par. Había una causa de mayorazgo: un padre estaba vendiendo 

en vida los bienes del hijo primogeniro p entonccs e1 hijo procuraba 

estorbar los actos del padre y no iba ante cualquier juez, sino 

ante el que estaba encargado de causas de vinculacilin. Habfa mu- 

chas complicaciones de las causas mixtas, por razón de la persona 

que estaría en contienda, por ejemplo, la querella entre un ecle- 
si6stico y un militar. 



Hoy la limitación sobre la calidad de la persona existe en muy 

pequeea parte, pero en cambio hay uria limitación que sí tiene 

mucha influencia: por razón del territorio. El juez de lo civil de 

México tiene su jurisdicción limitada por la circunscripción territorial 

de la antigua Municipalidad de México; lo rnismo el de XoclWlco, 

aun cuando el de México la haya ampliado a las Municipalidades 

de Ixtacalco y de Ixtapala. 

Luego las cinco limitaciones de la jurisiiicción son: por razún 

de la calidad, del grado, de la cuantPa, de la calidad de la persona 

-que ya la podemos siiprin~ir-, y por íiltinxo por raziln del terri- 

torio; (artículo 144 del Código de Proceditnientos Civiles, que 

habla de materia, o sea calidad del jiiici«, la cuanti'a , e1 grado y el 

territorio). 

Cuando la Lin~itrrciót~ de la jurisdicción se hace por la calidad 

del juicio, por el grado y por la cuantía, se dice que la competencia 

es ratione mnteriae y que es absolu~a la competencia. Citando se 

habla de la limitacióti del territario, se dice que es rntione personue 

0 tarnbiét~ la calidad de la persvrra qtlc cot~stituyen las liniitaciones 

de la jurisdiccióti que se conoce con la denominación de cotnpe- 

tencia ratione persona, « tambiiSn competencia relativa. 

Hemos dicho que la colnpetencia por razón iie la materia se 

determina por la calidad del juicio, por el grado y por Ia cuantía, y 

la competencia por razón de la pcrsona sedetenrha par el territorio. 

h a s  limitaciot~es se hacen por vía de organizaciún dc l r s  tdbnt~alts 



y para facilitar las labores; así, cuando se determina el grado, se 

tiene en cuenta la función del juez y la naturaleza del juicio: tanto 

el grado como la cuantía determinan la función del juez. La natu- 

raleza del juicio detern~ina también la función del juez, pero se tie- 

ne más en cuenta el interés del juicio. Una y otra competencia 

tienen principios y modos de ser absolutamente diferentes. Desde 

luego la competencia ratione materiae es es~ricramente de interés 

público y, por tanto, no puede ser modificada ni alterada por con- 

sentimiento de los particulares. A la competencia que se determina 

para la autoridad judicial corresponde la sumisión de los particu- 

lares, quienes están subordinados a la autoridad judicial para la 

resolución del problema de derecho y la realización del derecho 

después de aquella ~esolución. Así como el particular en presen- 

cia del. Estado tiene derechos y obligaciones, lo mismo decin~os 

respecto del juez que tiene derechos y obligaciones; pero no tiene 

cualquier ciudadano derechos respecto de todos los jueces por 

igual, sino que los tiene de acuerdo con la función que la ley les 

encomienda; del mismo modo el Estado que tiene derecho y obli- 

gaciím respecto de los ciudadanos, el juez tiene obligaciones y dere- 

chos respecto de los ciudadanos, de manera que para que nazca 

un proceso, uno de los presupuestos básico5 es que el juez tenga 

derecho para someter a su decisión a lrss ciudadanos o imponer 

sus decisiones judiciales. A ese estado de subordinación de los ciu- 

dadanos respecto del juez se llama sumisión, que es legal o es volun- 

taria: legal en la competencía ratione materiae; y valuntaria en la 

competencia ratione personae. La ley que habla de ta sumisión 

de competencia ratwne persona es más bien una ley inteqrecativa 



y no una ley de orden público, y las partes la pueden derogar, y 

solo en el silencio de las partes es cuando la ley viene actuando. 

En la jurisdicción limitada por el grado o sea la competencia 

del grado, si el tribunal superior está conociendo en grado de apela- 

ción de un incidente que surgió en un juicio, las partes de común 

acuerdo, pueden pedir que el tribunal superior no sólo conozca 

del incidente apelado, sino que entre al fondo del asunto y decida 

todo el litigio de una sola vez; es una especie de prórroga de grado 

que se llamaba en el antiguo derecho canónico "evocación" y se 

encuentra consagrado por el artículo 149, que es una novedad en 

la nueva legislación. 

PR~RROGA DE LA COMPETENCIA 

Como se verá, es una cosa exorbitante la prórroga del grado o sea 

la distribución por función de la competencia de primera, segun- 

da y tercera instancia; pertenece a los principios básicos de la 

administración de justicia y por consiguiente es de orden público, 

sin embargo se reflexionan estos principios para beneficio de los 

particulares porque si el juez resuelve o el tribunal resuelve el grado 

de apelación de una interlocutoria, vuelven los autos al inferior, se 

tramita el juicio y vuelve a conocer en grado de apelación la senten- 

cia definitiva, si las partes quieren que de una vez el tribunal resuel- 

va. Se evitan gastos, costas y dilación, porque no es lo mismo Las 

costas de dos instancias que las de una, y es por eso que en e1 

antiguo derecho se permitía que las partes prorrogaran el grado y 



en el derecho canónico tomaba el nombre de "evocación". Esta 

institución pasó a Francia, tal como se conserva en su Código de 

Procedimientos, y de ahí fue tomada aunque con algunas variantes, 

porque en Francia se permite que en cualquier situación que se 

encuentre el plcito, basta con que tenga conocimiento el Tribunal 

Superior por cualquier motivo para que las partes lo prorroguen, 

expresa o tácitamente, es decir, basta con que una de las partes le 

diga al tribunal, avócate al conocimiento. Evocare cs la palabra 

clásica para este género de prórroga que nosotros no teníamos: 

r-uocare quiere decir "quítalo de allá, tómalo tú" ..... 

El tribunal le daba cuenta a la otra parte por medio de un 

rrastacIo o una notificaciúti, y si en cierto plazo no contestaba se 

abrogaba el conocimiento del negocio; ahora se requiere que las 

dos partes estén de acuerdo y aun cuando en la práctica se veti 

niuy pocos casos como Este, las cosas pasan asi: el tribunal superior 

conoce de alguna apelación contra una interlocutoria de falta de 

personalidad; el tribunal superior conocía por qué se apelaba contra 

la interlocut«ria en que le reconocía personalidad al actor; este 

auto es apclable con efecto devolutivo: fue al tribunal superior Y 

éste, a peticiún de ambas partes, se avoca al conocimiento de todo 

el negocio y manda traer del inferior los autos y pronunciará sen- 

tencia definitiva y no habrá apelación contra 61. 

Fuera de este caso, la competencia rarione materiae queda lejos 

del convenio de los particdares, de la voluntad de  los indíci- 

&os qiie estan sometidos al tribunal; en cambio, la competencia 



rutione personae, o sea la competencia por razón del territorio, 

puede ser prorrogada. 

Prórroga de la jurisdicción es el reconocimiento expreso o 

tácito que se hace de la compctcncia dc un juez. 

La prórroga de ta jurisdicción que antes era admisible en 

muchos puntos de vista y que se admitía prórroga del lugar, 

de tiempo, de cuantía, en la actualidad nada más se trata de 

prórroga de la jurisdicción en cuanto al territorio, porque es la 

única que no pertenece al interés público; ejemplo: soy ciudada- 

no de Puehla y casualmente me encuentro en México donde se 

me demanda; los jueces de esta capital no son competentes, sino 

que el actor tiene que ir a mi domicilio; pero deseando disfrutar 

de más tiempo, contesto ante el juez de esta capital sin impugnarle 

su jurisdicción: tácitamente me somete a la jurisdicción del juez 

de esta capital. 

La jurisdiccihn que le compete a cada funcionario judicial 

está limitada por el territorio; fuera de ese territorio no tiene nin- 

guna competencia, no tiene ninguna autoridad y se le puede deso- 

bedecer según decía un viejo proloquio romano. Sin embargo, en 

el contrato, pueden las partes someterse a los aibiinaies de México, 

aun cuandolos efectos del contrato tuvieren lugar en Gi~adalajara 

y las partes radiquen en Europa, ya que la competencia, por razón 

del territorio, puede prorrogarse, puede atribuirse a funcionario 

judicial que no la tuviere, y esto es lo que dice el articulo 149. 



Pero no se puede atribuir por tanto competencia a un juez del 

orden común para que conozca de una materia exclusivamente 

federal, aunque convengan las partes y el gobierno: celebro iin 

contrato de obras públicas con el gobierno y tengo que demandar 

a la Federación, ya sea en interés directo o indirecto, y por tanto 

es exclusivamente competente la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación o un Juez de Distrito, aunque en el contrato diga que nos 

subordinamos a un juez del orden común; esta autoridad es nula 

por razón de la naturaleza del juicio, y únicamente es competente 

el funcionario encargado por la ley, porque no cabe prorroga de la 

jurisdicción por razón de la calidad del juicio. 

Supongamos que hacemos un contrato y decimos: todas las 

controversias que se deriven del mismo se someterán al Juez 

Primero Menor de la Ciudad de México; pero si surge una contro- 

versia mayor de mil pesos, aun cuando lo hayamos dicho en el 

contrato, el único competente es el Juez de lo Civil, no el menor, 

porque la competencia por razón de la cuantía es de orden público; 

es uno de los principios básicos de la administración de justicia y 

no está al arbitrio de los particulares modificarlo. 

Respecto del terr~torio hay sumisión expresa y sumisión tácita. 

La sumisión expresa es la prórroga de la jurisdicción que se hace 

en un contrato dejándola comprender de una manera terminante 

por las partes. Sumisión tácita es la que resulta de actos que impor- 

ten reconocimiento de jurisdicción, pero la ley ha limitado expre- 

samente cuales son esos actos que importen reconocimiento, no 



lo ha dejado a la interpretación como en otras legislaciones; noso- 

tros, por una tradición secular, tenemos los actos limitados y son 

los del artículo 153. 

Los actos que importan sumisión tácita, son: 

1. La presentación de la demanda. La sumisión debe ser sólo en 

materia de jurisdicci6n prorrogable, no de la improrrogable, porque 

si por error presento una demanda de $3,000.00 ante el juez me- 

nor, este error de derecho no me sirve porque aunque pudiera 

perjiid~carme, siendo de interés público la limitación de la juris- 

dicci6n por la cuantia, no puede modificarse por voluntad mía, 

en consecuencia, el juez me la desecha. 

11. El detnarldado, fwr contestar la dernandir o por rrconzJcnlr ai 
actor. Si contesta la demanda es porque se rcconocía ohligacio ante 

el juez y le reconncía jurisdicción, porque la ley le da faciiltad 

para no contestar al juez incompetente, a quien se le desobedece 

rmpunemente, dentro de ciertos límites que posteriormente 

veremos, porque un juez incompetente, por razón de la materia, 

puede conocer de un negocio y llegar a pronunciar sentencia defini- 

tiva, y cuando se han agotado todos los recursos, aunque la sentencia 

proceda de un juez incompetente, es la verdad legal. De manera 

que tiene su trascendencia la incompetencia, pero 110s limitaremos 

a tratar de esto después, cuando se vean los efecros de la incompe- 

tencla. Decíamos que el demandado puede contestar la demanda 

o no, la lcy le da dos caminos: o le llama la atención al juez dicién- 



dole que es incompetente, o acude ante el que considera compe- 

tente y le dice: tú eres el único competente, el único que me puede 
ordenar que acuda ante tu presencia, lkrale oficio a aquel juez 

para que se declare incompetente y para que te remita los autos. 

Si se me demanda en México y vivo en Puebla, el juez de Puebla 

libra oficio inhibitorio y dice que se abstenga de conocer del juicio 

porque no es competente porque vivo en la ciudad de Puebla y por 

tarito estoy sometido a su jurisdicción por razón del territorio 

(artículo 153, fracci6n 11). 

Pero tanibién puede reconvenir en lugar de presentar exccpcto- 

ncs, es decir, puede contrademandar y entonces la reconvención 

produce grandes efectos, porque es una nueva demanda: M me 

dumai~da el pago de cinco mil pesos por adquisición de un ajuar 

quc me vet~tiiB y pido que se me emplace por exhorto a Puebla 

dotide radico, g vioientamente me traslado para recibir el empla- 

zamiento y enrabio ante el misino juez una contrademanda y digo: 

vengo a contestar lit demanda de M y lo coiitrademando por diez 

iriil pcscls por servicios profesionales que presté mediante esta liqui- 

Jaci611 recm«cida por t-l. Y» no tenía necesidad de venir a htéxict) 

para presentar la contrademanda, el juez comperente era el de 
Puebla, p~~dPa haberlo demandado yo, nadie nle obbligaba a contra- 

derwaidar, pero vine y 10 Iiice, estoy reconociéndole jurisdicción 

para que cun«zcs del asunto, estoy pidiéndole el servicio judsdic- 
c io~~a l  que me puede dar dentro de su territorio, icómn le voy a 

pedii' y después me c<>nrradigol Si conírademando, reconozco 

jurisdiccid~~ Esta es In cunc111si6n que significa la kacci6n U del 
art. 153. 
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111. El que habiendo promovido una competenciu se de~iste de ella. 

Si en Puebla digo que se libre oficio para que se inhiba de conocer, 

pero después digo: me desisto de la competencia porque no quiero 

seguir esta cuestión aquí, me voy ante el juez de México, no podré 

después desconocer la jurisdicción de éste. 

1V. El tercer opositor y el que por cualquier motivo viniere al 

juicio. Esto tiene una significación tan profunda como la que tiene 

la reconvención, pero la reconvención hace competente a un juez 

qite por su naturaleza es incompetente; lo mismo pasa con la 

tercería que se presenta ante un juez: hace competente a un juez 

que por razón del territorio es incompetente. 

Los casos de prórroga de coinpetencia están consayados en 

el artículo 149 y en el 156, fracciones 1,II y arr. 151, que habla de 

la prórroga c<>nvencional o voluntaria. 

El primer precepto dice cuál jurisdicción por razón del terri- 

torio es la única que se puede prorrogar; el segundo precepto dice 

que es juez competente aquél a quien loa litigantes se huhieren 

sometido; el del territorio es el único renunciahle y el artículo 

156 qiic se refiere al domicilio de elección. Es una prórroga de la 

jurisdicción, pero puede ser prórroga porque sea competente, de 

todas maneras no hay que atender ya a al domicilio real, sino al 

domicilio puramente de elección que pudiéramos llamar judicial; se- 

gundo, el de1 lugar celebrada en el contrato para el cirmplimiento 

de la obligación; este domicilio es también de elección y entonces 



es propiamente el fuero del contrato. En los artículos 151 y 156, 

fracc. 1, la prórroga es directa; en la fracc. 11, la prúnoga conven- 

cional es indirecta. 

LA PRORROGA LEGAL 

Al lado de La prórroga convrncioiul existe la prórroga lega1, que con- 

siste en el recr)nocimiento de jurisdicciún y competencia que la 

ley da a un juez por razones especiales: lo., en casos de reconvención 

y compensación hay prórroga legal; 20., en caso de conrxulad o 

acumulación; h., en caso de urgentes y para providencias precau- 

torias. En estos casos, aun no siendo competente un juez, la ley le 

da el conocimiento del negocio prorrogándole la jurisdicción y 

por esa se llama prórroga legal, por no poderlo hacer las partes de 

espontánea voluntad. 

1. En caso de rec«rivetzción y compen.\acujn: me atropella G con 

su coclie y me causa perjuicios materiales; demando una indem- 

nización de dos mil pesos ante el Juez Primero de lo Civil. Hace 

al&tn tienqo que celebramos en San Luis Potosí un contrato de 

compraveixa y cl Sr. G sabe que estoy domiciliado en San LUIS, y 

que si me fuera, para demandar el cumplimiento del contrato ten- 

dría que ir a San Luis porque el de este lugar es mi juez natural 

por raz6n del territorio y de mi domicilio; demando al Sr. G, los 

dos mil pesos por el atropello, por los daño$ y perjuicios que resiento 

y 61 entonces me contrademanda y me demanda los tres mil pesos 

que le debo por el contrato de compraventa: el juez de La accibn 
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es el juez de la excepción y aun cuando era incompetente el juez 

de México para conocer de la demanda opuesta como recon- 

vención, se convierte en competente, es una prórroga que la ley 

le da. Hay que haccr notar que siendo incompetente para conocer 

del juicio per se, se convierte en competente cuando el juicio es 

por accidente. Más clara es la prórroga legal al tratarse de la 

cuantía. 

En materia de reconvención hay una disposición: el juez com- 

petente para conocer de la reconvención aun en menor, pero no 

en mayor, esto es natural, un juez de paz puede reconvenir, pero 

si por virtud del monto de reconvención se supera la cuantía por 

la ciral debe conocer, un juez de paz se declara incompetente para 

conocer de la acción y entonces pasará al juez competente 

para conocer de la cuantía. Pero si por el contrario, el Juez de lo 

Civil es competente para conocer desde un mil pesos y se me opone 

a mi demanda como reconvención doscientos pesos, será com- 

petente, sin embargo, porque es en menor, no en mayor. 

El juez de la acción es el juez de la excepción y tiene como 

freno el caso de la cuantía que puede conocer en menor, pero no 

en mayor; el precepto legal es el artículo 160. Así pues, al Sr. R 

lo demando ante un juez de paz por ciento cincuenta pesos; él me 

opone la reconvención por dos mil pesos, ya deja de ser competente 

el juez de paz porque no puede conocer de esa reconvención por 

razón de la cuantía. 



11. Prórroga legal en materia de conexidad. El juez de Tacu- 

baya conoce de un pleito de nulidad de testamento; el juez de 

México conoce de un juicio de incapacidad de uno de los herederos 

tal vez del mismo demandante. En ambos casos es la acción de 

petición de herencia, allá y aquí manifiestamente se trata de un 

caso de conexidad. Por razón del domicilio es competente el juez 

de Tacubaya; pero aquí no se inició el primer juicio que es en lo 

que se fija la ley; si comenzó primero el de México, aunque éste no 

sea competente por razón del territorio, tiene prioridad. Esta 

prórroga es por razón de la conexidad. 

111. Prórroga legal por litk pendencia. El juez de Tacubaya em- 

pieza a conocer de un negocio y se ha traído ese mismo negocio a 

México; en el primer caso el pleito era entre P contra J por la 

misma causa de pedir, con la misma acción, el mismo negocio; 

el segundo negocio es de P contra S, cesionario de J, y es la misma 

causa de pedir, el mismo negocio; el caso es típico de litis pendencia, 

sin embargo, el juez de Tacubaya no es competente respecto de S 
que est6 domiciliado en México. Empieza el juicio en Tacubaya 

primero que en México, se irfin 10s autos de la litis pendencia ante 

Tacubaya; hay prórroga legal de jurisdicción que se otorga por 

raz6n de la litis pendencia. 

N .  Hay otra prórroga legal: las providencias precautorias o 

embargospreventioos. La ley determina que serán competentes para 

conocer de providencias precautorias los jueces que tengan compe- 

tencia para conocer del juicio principal, pero en caso de urgencia, 



puede conocer de la providencia precautoria el juez del lugar aun 

cuando no tenga competencia para el conocimiento del negocio 

en el principal; por ejemplo: se trata de unos carros cargados de 

pescado que vienen de Veracruz con rumbo a Giiadalajara; el con- 

trato se hizo en Veracruz, el cobro se hará en Guadalajara; pero 

hay el peligro de que llegando a Guadalajara se burle el deudor 

enajenando a un tercero el pescado sobre el cual se va a ejercer 

una acción real, a una acción personal. En el primer caso no se 

necesita demostrar que el deudor tiene otros bienes más que ésos, 

pero cuando es personal, hay que demostrar que dilapidando 

los mismos, no quedati bienes en los que ejercer la acción, y enton- 

ces en un juzgado de México se entabla la acción precautoria, pero 

como se perjudica el pescado, se manda vender itimediatamei~te y 

queda sustituido el pescado por el precio. El juez de México era 

enteramente itlcompetente en virtud del contrato, es una prórroga 

legal, la determina la urgencia y se encuentra prevista por el 

artíciilo 162, del CPC. 

Se presentan problemas serios en la competencia por razón 

de la ciiaritía. Más aún cuando no hay cuantía, por ejemplo: cuando 

se pide el reconocimiento de la paternidad, cuando se entabla la 

nulidad de un tesramento, cuando se pide la declaración de quiebra 

de una persona, cuando se entabla el interdicto de recuperar 

la posesiún, etcétera; iquién será el juez competente? Luego se 

presenta el problema por razón de la cuantía porque ichmo derer- 

minamos ésta? Ejemplo: reclamo un reloj a P y le atribuyo un zlulor 

de trescientos pesos y le doy competencia a un juez menor, cuando 



el reloj en realidad no vale mds que vetnte pesos, ¿cuál será el juez 

competente? Luego, cuando la apelación s6lo se admite en nego- 

cios de más de mil pesos ..... ? Pero el derecho tiene que cortar por 

lo sano con las sutilezas y tiene que establecer criterios lo más 

aproximado posible a la realidad, atendiendo a lo que frecuente- 

mente pasa en la vida, porque el derecho s61o se ocupa de lo 

frecuente, no de lo accidental como decía un jurisconsulto romano: 

La estauit ex co quod píommque fit. 

¿Cómo se dará competencia a las cosas que no tiencn cuantía? 

Pues para lo primero se atenderá a la demanda; para lo segundo, 

la ley fija un solo criterio: el juez de primera instancia. Acciones 

de estado civil, acciones posesorias cuando no hay cuantía, 

conocerán de ellas los jueces de primera instancia. 

Si debiendo fijarse valor en la demanda no se hace, el juez 

desecha la uiisma hasta que lo haga y le previene verbalmente o 

por escrito que le fije cantidad para saber si es competente o no, 

como en las acciones plenarias de posesión y en las reivindicatorias: 

(arr. 255, fracc. VIII; ver artículo 157). 

Pero viene este otro problema: ¿Cómo se podrá determinar la 

competencia cuando se fija por elmonto dela demanda, como cuan- 

do se reclaman, por ejemplo, pensiones que se van sucediendo du- 

rante la tramitación del juicio? Si reclamo novecientos pesos de 

suerte principal, más doscientos pesos de réditos, ya causados más 



los que se sigan venciendo hasta la total soluci6n del adeudo, 

;quién será juez competente, un juez menor o un juez de primera 

instancia? El art. 157 resuelve este problema. No hubo más remedio 

que darle la competencia al juez por la cuantía causada en el mo- 

mento mismo de la demanda, aunque lo accesorio futuro superara 

la cantidad que debe conocer, porque de lo contrario si se le hu- 

biera dado competencia estricta por razc5n de la cuantía, con el 

transcurso del tiempo se sobrepasaría de un mil pesos, procedía 

declarar incompetente al juez menor y nulo lo actuado y entonces 

se comenzaría un nuevo juicio ante el juzgado de primera instancPa. 

El precepto se explica por sí solo: en las contiendas sobre pro- 

piedad o posesión de iin inmueble, la competencia se determinar6 

por el valor qiie tenga (no en los interdictos, porque siendo de 

sumarísima tramitaci611, no puede traerse a los peritos para deter- 

minar la competencia). El problema de 10s interdictos no está en la 

cuantía, sino en el territorio. Pongamos que M se encuentra en 

Morelos y su vecino 10 despoja de su casa. Es un acto antijurfdico 

gravísirno y la ley quiere que la posesión sc proteja rápidamente y 

es cie orden público, además de ser lo más saludable para la paz 

social; hay un juez de primera instancia a cincuenta kilómetros, 

en cinco minutos puede acudir al juez de paz, cn cambio en dos 

días no lo haría ante el juez de primera instancia. 

Este problen~a es muy grave, los franceses, los alemanes, 

los austriacos y los italianos le han dado la solución encargando los 

interdictos posesorios a los jueces de paz. Nosotros, por una tradi- 



ción secular, al juez de primera instancia; y en los momentos de la 

discusión se presentó el problema sosteniéndose que deben ser 10s 

jueces de paz los que conocieran los interdictos posesorios y fue 

derrotada esta prcjposición, alegándose que los jueces de paz, en 

su mayoría, son personas de poco saber y que en los interdictos 

surgen cuestiones delicadas de posesión y de clasificación de la 

misma que generalmente no están a su alcance. Con estas considc- 

raciones, y con el peligro de tratar los arduos problemas posesorios 

con jueces sin preparación, se declaró que siempre el juzgado de 

primera instancia coriocería de los asuntos y no el juez de paz. 

Ellos encontraron esa razón de orden práctico y ganaron siete con- 

tra dos; el artículo 159 se ocupa de esto. 

Las tercerías se consideran accesorias del juicio pri~icipal Y es 

coniperente para conocer del principal; pero cuando por razón de 

La cuantía la tercería sobrepasa a aquella por la cual es conipetente 

el juez del principal, entonces éste se declara incompetente y pisan 

los autos principales con la tercería al juez competente por esa 

razhn de cuantía. 

EXI'LICACIÓN PEDIDA RESPECTO AL ARTICULO 14 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 

El asunto es sencillo, solo requiere terier conocimienms de derecho 

civil en materia de sucesitjnes. El heredero que entra en posesión 

de la herencia puede ejecutar actos como heredero, ir~cluso arren- 

dar bienes hereditarios, venderlos, hipotecarlos, etcétera, y si los 

vende, tendrá derecho al precio; si los arrienda, tendrá derecho a 



cobrar las rentas y a pedir la desocupación en su oportunidad. 

Supongamos que despités de algún tiempo de estar poseyendt) un 

heredero aparente llega el heredero verdadero y le quita la heren- 

cia, entablando la acción de petición de herencia; habiendo el 

tercero obtenido triunfo, el heredero aparente le debe entregar 

los hienes hereditarios con todas sus cotlsecuencias jurídicas, pero 

cuando ya los bienes hereditarios salieron de la inasa de la herencia 

por venta, la venta del heredero aparente es venta válida cuando 

el tercero que contrató es de buena fe. En consecuencia, el here- 

dero aparente ya no puede devolver lo que vendió, el contrato es 

válido y lo dice así el artículo 1.343 del Código Civil. El art. 14 que 

analizamos se refiere a la s~ibrogación real -es toda una historia 

la que contiene este artículo-, cuando el heredero aparente ena- 

jena los hienes de la liereilcia o los trasniite a terceros, entonces 

el heredero que ha triunfado en la petició~i de lierencia tiene dere- 

cho, al bien tnismo o a 10 que lo representa, o sea un pritrcipio del 

derecho romaiio que decia: "la acción en el conjutito del patrimo- 

nio, representa el bien al cual tiende." De liada le serviría al que 

triunfó en la petición de herencia con que le eritregaran los puros 

bienes hereditarios, si ya se transformar011 en otra clase de biencs 

que se liaman acciones. 

Este artíciilo tiene un efecto práctico de primer orderi, pues 

tal parece que debiera seguirse un juicio especial para subrogación 

o cesión de acciones, pero no; por la pura sentencia hay la subro- 

gación de las acciones, no hay que seguir un juicio disti~ito. Este 

es todo el alcance que ticne el precepto, no es un pri~icipi« transno- 



chado del derecho romano, es una solución práctica a un problema 

jurídico que no estiiba resuelto en nuestra legislación intcrmedia. 

Si hubo mala fe en el Iieredero aparente, entonces debe indem- 

nizar por el acto ilícito al heredero real. Pongamos que fue de mala 

fe y dijo que se derioraron los bienes, entonces debe la indemniza- 

ción que tndos los poseedores de mala fe deben al reivindicante 

y debe rendirle cuentas: el usufructuario, el administrador, etcktera, 

deben rendir cuentas, 7; el heredero aparente no es más que un 

adniinistrador temporal de los bienes hereditarios y por lo tanto 

debe rendir cuentas, 

Con la anterior declaración, estfi resuelto lo que para algunos 

era "ro~npecabczas", y continuamos la clase. 

Sigainos con la. competencia. 

Henios estudiado la jurisdiccibn y la competencia como on 

límite de la jurisdicción, hemos determinado los cuatro límites de 

la jiirisdicci6n (3 los cuatro medios para determinar la competen- 

cia: la calidad, el grado, la cuantía y el territorio. Hemos hablado 

de prórroga y de clasificacióti de jurisdiccióti: que hay jurisdiccibil 

prorrogada, jurisdicci6n natural y jurisdicción delegada. Dijimos 

que la pr6rroga de la jurisdicción era voluntaria y legal, que era 

valuintazia cuando las partes por convenio 6 desistimiet~to se sorrie- 

ten al juez que por naturaleza no lo era, y legal cuando la ley le 

daba jurisdicci6n a un juez que por naturaleza no era competente. 



Estudiamos cómo no podía haber prórroga voluntaria de jurisdic- 

ción más que respecto del territorio; respecto del grado, excepcio- 

nalmente; respecto de la cuantía, sólo por determinación de la 

ley, pero nunca por voluntad de las partes. Dijinios c6mo se deter- 

mina la competencia por razón de la cuantía, cómo se deterniitia 

por razón de la calidad del juicio. Nos falta determinar únicamen- 

te por raz611 del territorio. 

Para deteriiiinar la competencia por razón del territorio, se atiende 

siempre a un viejo principio que ha regido secularmente en cl 

mundo civilizado: el actor debe seguir siempre el fuero ciel deman- 

dado. Entre las muchas ventajas que tiene el deinandado en el 

sisteina latino, se ericuentra el irlo a buscar a su casa; el demandado 

tiene muchas presuncii)nes a su favor, entre otras la l>uena fe, 

el no deber; en cariihio, en el sistema anglosajón, el actor tiene la 

presunción de buena fe y el demanctado no, mientras que en el sis- 

tema latino puede permanecer a la expectativa negando, ya que 

la prueba le incumbe al actor; en el sistema saj6ri y sobre todo 

en el primitivo sistema sajóii de l«s germánicos, podia vencer el 

acreedor al deudor con una simple afirmación seguida de juramento. 

El actor debe seguir el fuero del demandado por regla general, 

de manera que hay que ir a buscar al deudor a vi domicilio no 

sólc~ para notificarle la demanda, que es una regla de orden público, 

sino también para buscar la competencia del juez; hay excepciones 



que aliora son bastarite numerosas, pero la regla primitiva en 

materia de competeilcia, dentro de nuestro sistema jurídico, fue 

de que el actor debe siempre seguir el fuero del dematidado. Esto 

quiere decir que no todo juez e5 conipetcnte para conocer de uria 

demanda, sino que es competente, por regla general, el juez que 

corresponde al demandado por razian del territorio. 

En el C6digo de 1884 había un principio formulado con 

caracteres de universalidad, tanto en las acciones personales como 

en las acciones reales y de igual naturaleza, decía: "cuando no se 

ha fijndci doniicilio de un modo expreso en el contrato, el actor 

clclxv encnl>lar su demanda ct)xi el demaridado ante el juez del domi- 

ciliri de iísre". Este prii~cipio se ha ido restrit~gierido de dla en dfa 

por las r~ccesidades prricticas y se coi~ipreride: si vamos a entablar 

uno ncricin reirioiciicatoria de itrta haciet~cla yiic estri en Jalisco, 

Ins medios de invcsrigacií,n, la rneninria de los habirantes que 

recordariati la pctscsi611, la manera de determiltar iluiéri la tenía 

:~titt:s, critnci era y de yuC calidad, es m& fricil consitltarlo cn el 

Ltrgar de 10s ~13con~eci1~1ienri)s q:~e si acudimos al juez que pertenece 

al iio~t~icilio del dernaiidado que puede estar e n  Chitxtliihil:~. Los 

gasrns se multiplican porque para exan~inar a los testi~cx habría 

qite esliortar. que delegar al juez de Bc<>clan o de la Barca para que 

flieran a hacer la investigaciian, en vez del juez cte Chihuahua; de 

ahfviene la riecesidad de dar una fuerza al pfincipio y decir: cuando 

se rrarade acciones reales subre inmuebles, le damos competencia 

al iiiea del lugar dande est& ubicada la cosa porque es mucho miís 

ficg ia irivesrigaci(rn; obligaremos d d e m a n M o  a nacladt~~se a 



dicho lugar, pero en cambio la administración de justicia ganará 

porque tendrá un conocimiento mas perfecto del negocio, conocerá 

mejor las circunstancias en que se desarrollaron, y 110 hagamos 

que por comodidad del demandado la administracicín de justicia 

se entorpezca y se aumenten los gastos del litigio. 

Si se trata de una información ad pcrpetuam sobre la posesihn 

de una Iiacieiida o de una casa situada en Querétaro, ponganios 

por caso, la aritigtia ley decía que en el domicilio del promovente: 

se hacía aquí en México, a puerta cerrada, en algún Juzgado Civil, 

y si había interés que pudiera oponerse, el Minisrerio Ptíblico que 

tomaba participación en M6xicn estaba absolutamente a ciegas, 

¿qué podia saber el de la hacienda o de la casa situada eti Qcieré- 

taro! Como se coinprenderii, si se juzga qiie la informaci0n ud 

perprtuarn sea ante el juez de Querétaro, hay mrís probabilidades 

de itivestigacicín. Ademiis, es preferible darle libertad y ampli- 

tud a la invcstigaci<5n judicial que darle comodidad y ventajas al 

demandado. 

Otro priricipio general que rige en esta materia es el que se 

deriva de1 contrato: e n  u11 contrato las partes fijan el lugar para la 

ejecución del mismo, I; si ustedes han visto que muchas veces se 

sustituye al renuente para cumplirlo en su lugar, es qne quien 

señal6 el lugar de ejecución del contrato implícitamente está seña- 

hndo a la autoridad que puede sustituirio e n  caso de renuencia, y 

por eso es muy atinado darle jurisdicción al juez del lugar que ae 

señala para dicha ejecución; no decir que el juez señalado expresa- 



mente para recurrir de pago al deudor no es competente, porque 

aquí ya es una sumisi611 voluntaria permitida por la ley. 

Podemos ya señalar tres principios: lo., el actor debe seguir 

el fuero del demandado; 20., cuando se trata de derechos o de accio- 

nes reales sobre inmuebles, debe buscarse de preferencia al juez 

del lugar de ubicación de la cosa; 30., cuando se señaló el lugar 

para la ejecilci6n del contrato, debemos acudir ante el juez del 

lugar en quc debe ejecutarse el contrato, y 40., cuando se señal6 

el lugar para ser requerido judicialmente de pago, hay una sumi- 

sión voluntaria y habr6 que desentendernos del domicilio del 

deniandado. 

Por con~odidad, y para facilitar la investigación judicial, se 

tian ido vulnerando los principios tradiciorialcs. 

En materia de sucesión, desde luego surge este problema: ¿qué 

juez es competeuite para conocer del juicio sucesorio? Vino un 

extranjerrr, toma un cuarto en el Hotel Regis y allí lo sorprende la 

muerte ¿Ser5 competente el juez de México para conocer del juicio 

sucesorio? No tenía ningurios bienes en México, todos estaban en 

Alemania, y sin embargo, traía alhajas, dinero efectivo, sus ropas, 

etcétera. iQué juez es competente, el de México o el de Alemania? 

O bien, poiigamos que se trata de un mexicano que tenia una 

casa en Querétaro, una hacienda en San Luis Potosí y una tien- 

da de abarrotes en Guadalajara; vino a México, y aquí 10 sorprendió 

la muerte, ¿quién será el juez competente para conocer del jui- 



cio sucesorio? Por regla general, como se trata de determinar la 

condición que va a seguir en lo sucesivo una universalidad, o sea 

el conjunto de bicnes y obligaciones que deja el difunto, vamos 

atendiendo el principal asiento de sus negocios o a su residencia o 

domicilio habitual; le damos competencia al juez del domicilio que 

tenía el difunto. ¿Y si no tiene domicilio conocido? Biiscamos el 

lugar de ubicación de sus bienes; y aún no se puede determinar 

la competencia; la determinará el lugar donde murió. 

Hay problemas muy difíciles en materia de domicilio a pesar 

de esta iilodificación tan profunda a la orgai~ización familiar que 

ha impuesto la Ley de Obligaciones Familiares, primero, y después 

el iiuevo Código Civil: sienipre el domicilio de la mujer es el domi- 

cilio del inarido. Pero cuando se trata de divorciarse y hay abaii- 

dono de hogar, lva la m~ijer a buscarlo, a seguir al marido a donde 

establccih su hogar y allí sigue siendo el domicilio de la mujer? 

Esto es un problema insoluble en la ley, pues habrá qiie darle pre- 

ferencia al domicilio del cónyuge abandonado, no sin dificultades, 

porque es muy fácil a iin cónyuge decirse abandonado, aquí la 

investigación judicial actúa y ya impuesta la presu~ición a favor 

dcl que se queja de abandonti, sc le dará cuando menos la competen- 

cia al jucz para conocer del divorcio. Sin embargo, no deja de 

tener sus peligros, porque puede abandonar un cónyuge a otro y 

el abandonante llamarse abandonado y dificultar la tramitación 

del negocio. A todo esto, se comprenderá los peligros que tienen 

las aplicaciri>nes de principios lógicamente puestos en  vigor, o es- 

trictamente aplicados, porque las consecuencias según las circuns- 

tancias pueden degenerar e11 funestas. 



Veamos el artículo 156, que determina la competencia. La fracción 

11 hace surgir un problema serio con este motivo, cuando se trata 

de pedir la nulidad del contrato. Dice así: "es juez competente, 

el del lugar setíalado e11 el contrato para cl cumplimiento de la 

obligación. Tanto en este caso como en el anterior, surte el filero 

no sólo para la ejecucidn o cumplimienro del contrato, sino para 

la rescisiSn o nulidad"; si aceptando y siendo válido el contrato, 

surte fuero para el lugar de la ejecución, no siendo válido 10 que 

es lo mismo siendo nulo, como no produce ningún efecto tampoco 

debió surtir fuero para entablar la demnailda. Sin embargo, surte 

fuero por deteri~~inacií>n expresa de la ley, tanto para pedir la nuli- 

clad como para pedir la rescisión sin otro motivo mas qiie se seíiale 

el lugar de cjec~ición o cumplimiento de un contratr), porque allí 

se et~ciientran los elcmenrtx para su cumplimicnto, como son las 

personas, las casas necesarias para hacer las entregas, hacer los trans- 

portes, expender los d«cument»s, y esto también le sugiere al 

legislador la idea de que en ese lugar se encuentran los medios de 

investigación sobre las verdades quc hay que determinar para pro- 

nunciar la rescisión o la nulidad. 

M8s lógico sería que respecto de la nulidad se eligiera el lugar 

de la celebración porque la nulidad es un vicio que afecta al cc3n- 

trato en e1 momento de su nacimiento, pero esto que parece fácil 

se vuelve complicado en los contratos por correspoildencia, porque 

entonces, ¿a cuál de los lugares vamos a atender, al del vendedor 



o al del comprador! ¿al del permutante o al «tro? Por eso se cortó 

por lo sano y la dificultad se vence diciendo: que sea competente 

el juez serialado para el cumplimiento del contrato. En caso de resci- 

si611 tcodaría es más lógico en esa eventualidad, porque la rescisión 

procede por actos supervenientes al nacimiento de la obligacihn. 

Es juez competente (fracc. 111): "el de la ubicacihn de la cosa, 

si se ejercita una accihn real sobre bienes inmuebles. Lo inismo se 

observará respecto a las cuestiones derivadas del contrato de arren- 

damiento de inmuebles. Cuando estuvieren comprendidos en dos 

o más partidos, será a prevención." El arrendamiento de inmuebles 

cudtl dia se equipara más a un derecho real, hasta la evolución que 

en nuestro derecho ha tenido el arrendamiento para ser opuesto a 

un tercero: el que compra una cosa arrendada debe respetar el 

contrato de arrendamiento; el que embarga una cosa arrendada 

debe respetar el contrato de arrendamiento a no ser que fuera den- 

tro de los 60 días anteriores al embargo o a Ia fijación de la c6dula 

hipotecaria; debe respetarse aunque la compra sea judicial, hay 

opo~iihilidad a tercero; sin embargo, la razhn fundamental es que 

allí esti la plenitud de datos para la investigación judicial. Si se 

trata de rescindir el contrato, de exigir el cumplimiento de un contra- 

to> porque el asunto está irregular, para no delegar jurisdicciones 

y hacer las investigaciones a kilhnietros de distancia, se hace en el 

mismo Iugar donde se encuentra ubicada la cosa. 

l% juez competente (frac. IV): ''el del domicilio fiel, deman- 

dado, si se trata del ejercicio de una accidn sobre bienes muebles, 



o de acciones personales o del estado civil. Cuando sean varios 

los demandados y tuvieren diversos domicilios, ser& compcteiite 

el juez del domicilio que escoja el actor". A esta huniilde fraccibn 

ha quedado reducido el tradicional principio actor seqzlitur forum 

rei, de tanta trascendencia antes, según lo explique, s61« cuando 

se trata de acciones personales, de acciones del estado civil, o de 

acciones reales sobre muebles. Hay que seguir la regla: el actor 

sigue el fuero del demandado, en  derecho privado, en  derecho 

mexicano, pero en derecho internacional privado todavía tiene 

una mayor importancia la regla porque no hay dificultad ni con- 

flicto de legislaciones en ausencia de leyes. A acciones personales, 

o a las que se exige el cumplimiento de crédito, acciones del estado 

civil y acciones reales sobre muebles, ha quedado reducido el 

principio. 

Hay un problema en materia de acciones reales: cuando sc ejer- 

cen sobre b ie~~cs  inmuebles situados en diversos lugares. Pongamos 

que se trata de entablar la accihn de particihn sobre bienes que 

están situados en Guanajuato, en Querétaro y en San Luis Pot«sí, 

¿cuál de los jueces es competente? Se trata de ejercitar acciones 

contra varias personas que se encuentran domiciliadas en luga- 

res cliversos, ¿cuál será el juez competente! Respecto de las accio- 

nes reales, se expresa que a elección del actor; respecto de las 

acciones personales cuando haya distinta ubicacihn, también a 

eleccihn del actor. 

Es juez competente, dice el art. 156, fracc. VI: "aquel en cuyo 

territorio radica un juicio sucesorio para conocer: a) de las acciones 



de petición de herencia; b) de las acciones contra la sucesión an- 

tes de la particibn y adjudicación de los bienes; c) de las accioiles 

de i~ulidad, rescisión y evicción de la partición hereditaria." Este 

artíciilo vino a resolver un problema intrincado: había un juicio 

siicesorio radicado en el Juzgado Sexto de I« Civil, era un intestado: 

el albacea estaba domiciliado en  Mixcttac y se presentó un lcgata- 

rio a pedir la entrega de u11 bien, se presentó ante el Juzgado y le 

opusieron la incompetencia por el principio de que en toda clase 

de acciones debía buscarse el domicilio del demandado. Entonces 

dio origen a aquella discusión celebérrima y aquella shtira de voii 

Ihcring: ¿si la herencia perdura hasta la particióii y adjudica- 

ción de los bienes del heredero, es una persona moral o es una 

copropiedad? Si se estimaba que era una persona moral, era com- 

petente el juez de México por estar la sucesión traiiiitátidose en el 

Juzgado Sexto de 10 Civil; si no era persona moral y si510 u11 re- 

preseiitantc para cotiocer del juicio, entonces era el juez de Mixcoac 

por estar domiciliado dentro de su circunscripci6n territorial el 

alhacea deniandado, y este problema nunca fue resuelto por 

la jurisprudencia. De aquí la fracción VI: surte fuero el juez que 

conoce de la trainitación del negocio, y si no surte este juez, cual- 

quiera otro que este dentro de la circunscripción territorial donde 

radica el juicio sucesorio; así es que en cl caso aiiterior, cualquier 

juez de México era c<)mpetente y en particular el Sexto de lo Civil. 

Por la petición de herencia se reclama la que posee otro u 

otros, en calidad de herederos; esta pe t ic ih  de herencia, la acci6n 



de nulidad de testamento, la acción de impugnación de capaci- 

dad de uno de los herederos, o bien la acción de petición de heren- 

cia fundada en un testamento posterior, o bien la acción fundada 

en mejor derecho como cuando un sobrino está poseyendo cuand« 

había un hijo que no estaba en México, y como este posee mejor 

derecho se arroja al sobrino; pues bien, en todos estos casos hay 

peticiún de herencia pues el juez de la tramitaci6n del juicio suce- 

sorio es competente para conocer de la petición de herencia por 

todas las ventajas que tiene, y más vale que de una vez todo tienda 

a organizarse en forma tal que se tenga un c«nocimiento total y 

completo del asunto. 

El art. 153, en su fracc. VIII, dice: es juez competente: "en 

los actos de jurisdicción voluntaria el del domicilio del que promue- 

ve, pero si se tratare de bienes raíces, 10 será el del lugar en que 

estén ubicados:" Esta parte es oscura si se trata de iina licencia 

para vender un bien ir~muehle; iante qué juez se acude, al de la 

ubicacióno al del domicilio del que s«licita la licencia para vender? 

No lo dice esta fracción. ¿Cuando se pide permiso para vender y se 

trata de comprobar la incapacidad de tina de las partes, atendemos 

a la persona o al bien? La idea ha sido que se atienda ü la persona 

en primer lugar, y luego que se atienda al bien; hay casos de juris- 

dicción voluntarCa que solo se refieren al bien sin atender a la 

persona, corno el apeo y deslinde, se cita a todos los colindantes 

ante el juez para que se vaya demarcando; pero cuando se trata de 

comprobar la incapacidad de una persona, no hay que acudir a la 

ubicación del inmueble. 
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